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Introducción
La privación de libertad como sanción penal fue conocida en el Derecho Penal antiguo hasta el siglo XVIII, la reacción penal estaba destinada fundamentalmente a las penas capitales, corporales e infamantes; con esto no queremos negar que el encierro de los delincuentes existió desde tiempos inmemoriales, pero éste no tenía carácter de pena, sencillamente su fin era retener a los culpables de un delito en un determinado lugar, mantenerlos seguros hasta que fueran juzgados para proceder a la ejecución de las penas antes referidas.

En la Edad Antigua, las características de las prisiones tenían un punto en común, que se les entendían como un lugar de custodia y tormento; en la Edad Media además de las prisiones de la Edad Antigua, surgen dos clases de encierro, en las prisiones de Estado, en las cuales se recluía a los enemigos del poder por haber traicionado a los adversarios detentadores del poder. También existía la prisión Eclesiástica, que estaba destinada a Sacerdotes y Religiosos, consistía en un encierro para éstos en el cual debían hacer penitencias por sus pecados.

En el Siglo XIX surge la época del humanitarismo con John Howard  y César Beccaria, que enfocaban su atención hacia al hombre mismo y cuya máxima institución fue la "Declaración de los Derechos del Hombre", con esto se inicia el pensamiento del correccionalismo, cuya premisa es que existe una relación Estado-Delincuente, y que se hace necesario reparar el daño causado por el delito reformando a quien lo produce.

Antes del Siglo XVIII no existía derecho de los penados a la readaptación, las penas del pasado eran siempre personales, hacían caso omiso de la entidad del ser humano y sólo proponían su destrucción o mutilación. De esta manera no puede existir el derecho del individuo a la readaptación, porque ésta implica la individualidad biológica, psíquica y cultural del sujeto, por lo que esto carece de validez cuando la única posibilidad es la eliminación  de la persona, tal posibilidad no permite la más mínima readaptación.

A través de la historia universal de los Derechos del hombre que comete un delito, éste se encuentra ante un sistema penitenciario donde no se cumplen con los derechos de las personas privadas de libertad, a pesar de los Derechos Humanos y los principios de las escuelas penales. La realidad sigue excluyendo en la prisión al sujeto que comete un delito, éste en lo más profundo de su mazmorra, demanda que se cumplan sus derechos a la readaptación.

Al iniciar este módulo en Derecho Penitenciario, creemos que es sumamente importante mencionar en este primer módulo a tratar en Fundamentos y Desarrollo Histórico del Sistema Penitenciario, la historia de la inquisición, los delitos juzgados y las penas impuestas por los inquisidores, haciendo un recuento histórico de su desarrollo hasta nuestros días. 
CAPITULO 1
Historia de la inquisición en el Perú
HISTORIA

En el Perú, la Inquisición fue creada por el Rey Felipe II en 1569 y no era sino una filial provincial del Consejo de la Suprema y General Inquisición española. La Inquisición de Lima entró en funciones en 1570, siendo Virrey del Perú Francisco de Toledo. Los primeros inquisidores fueron el licenciado Serván de Cerezuela y el doctor Andrés de Bustamante; pero este último, falleció cuando se hallaba en pleno viaje desde la metrópoli hacia Lima, quedando Cerezuela a cargo del distrito limeño. El Tribunal comenzó sus acciones en un local alquilado que se ubicaba al frente de la Iglesia de la Merced, en el actual jirón de la Unión; pero, como este era muy céntrico y resultaba poco propicio para su funcionamiento, en 1584 se trasladó a la casa de Nicolás de Rivera el mozo, donde funcionó hasta que fue abolida.

Una revisión de las cifras dadas por Escandell nos indica que en sus inicios el Tribunal se dedicaba al control de la población blanca. En ella se incluye tanto a los denominados "cristianos viejos" como a algunos descendientes de conversos, principalmente los de ascendencia judía que, evadiendo expresas prohibiciones reales, llegaban a las colonias hispanoamericanas. Hay que reiterar que la gran mayoría de la población estaba constituida por indígenas, los cuales quedaron fuera de la esfera de acción del Tribunal conforme a lo dispuesto por los reyes de España. También resulta llamativo el alto porcentaje de procesados extranjeros, el cual supera su correspondiente participación demográfica. Esta ha sido calculada para el período 1532-1560 entre un 8% y 12%. Ello se explica por razones de Estado que hacían indispensable controlar a posibles espías de las potencias enemigas de España.
Distribución étnica de los procesados (1570-1600)
	GRUPOS ETNICOS
	PROCESOS
	PORCENTAJE

	Españoles
	391
	78.57

	Extranjeros
	86
	17.30

	Mestizos, negros y mulatos
	21
	4.13

	Total
	498
	100.00


Un análisis del cuadro siguiente nos deja en claro que, ante todo, el tribunal limeño se dedicaba a ver asuntos relativos a la moral pública o social, que comprendían el 65.83% del total de procesos. Lo que preocupaba al Santo Oficio era mantener vigente la escala de valores aceptados por la población; es decir, los principios cristianos tales como el respeto a Dios, a la Iglesia, a la Virgen María, al sacramento del matrimonio, al estado sacerdotal y el consiguiente voto de castidad; a los principios morales, etc. Cabe agregar que las herejías propiamente dichas sólo representan el 13.27% del total, lo que demuestra la eficacia de los controles establecidos para evitar la propagación de las sectas protestantes y la infiltración de los falsos conversos en Indias. 

Estructura delictiva (1570-1600)

	TIPOLOGIA DE LOS PROCESOS
	%

	Delitos contra la fe (luteranos, judaizantes, moriscos, etc.)
	13.27

	Expresiones malsonantes (blasfemos, renegados, etc.)
	30.18

	Delitos sexuales (bígamos, solicitantes, etc.)
	28.00

	Contra el Santo Oficio
	 4.63

	Prácticas supersticiosas (invocaciones al demonio, hechicería, quiromancia, etc.)  
	 7.65
	

	Otros delitos (no específicos)
	16.27
	


Las mayores sanciones que aplicó el Tribunal durante sus años iniciales recayeron generalmente en protestantes extranjeros hacia los cuales existía no sólo animadversión religiosa sino sobre todo política. El primer condenado al quemadero fue el francés Mateo Salado en el auto de fe del 15 de noviembre de 1573. Otros condenados a igual pena, por el mismo motivo, fueron los flamencos Juan Bernal y Miguel del Pilar. Muchos de los procesados como luteranos en realidad eran piratas. Cabe recordar que, por aquel entonces, Inglaterra los utilizaba en su lucha contra España para destruir su poderío económico y militar, establecer puntos de penetración en el Nuevo Mundo y asegurar su control sobre los mares. A la Inquisición fueron llevados algunos como Juan Drake (sobrino del famoso Francisco Drake), Juan Butler, Juan Exnem, Thomas Xeroel, Richard Ferruel, etc. Ellos fueron acusados de luteranismo así como de realizar proselitismo a favor de las sectas protestantes. La mayoría de ellos terminó reconciliada mientras que tres acabaron sus días en la hoguera: Walter Tiller, Eduardo Tiller y Enrique Oxley (05-04-1592).

 Entre los casos de alumbrados destaca, sobre manera, el seguido a fray Francisco de la Cruz, el cual es considerado como uno de los más importantes de la historia del Tribunal limeño. De la Cruz había estudiado Teología en Toro y Valladolid, llegando a ser catedrático de la materia; además, se desempeñó como rector de la Universidad de San Marcos. Gozaba de la confianza del arzobispo de Lima quien lo había propuesto como coadjutor. Su doctrina, tal como la entendieron los inquisidores, no sólo era contraria a los dogmas católicos sino abiertamente subversiva: enfrentaba directamente al Rey Felipe II proponiendo, inclusive, el nombramiento de otro monarca para el virreinato e instigando a la población a alzarse contra el dominio de la metrópoli. 

Como hemos dicho, la unidad ibérica, conseguida por Felipe II en 1580, incrementó la penetración de judíos en América. El Tribunal limeño, desde el momento mismo en que se estableció, había actuado en forma benigna con los judaizantes. En cambio, a partir de dicha unión estos últimos se convirtieron en un verdadero problema para los inquisidores, los cuales comunicaron al Consejo que ingresaban por Buenos Aires y los puertos de Venezuela, Cartagena de Indias, Santa Martha, Maracaibo, etc. Desde allí, llegaban por tierra al Perú, burlando así todas las prohibiciones y los controles decretados. Los soberanos hispanos tomaban estas medidas restrictivas para evitar que casos como el de los falsos judeoconversos se repitieran en sus lejanas y extensas colonias ya que podrían tener enormes consecuencias no sólo religiosas sino también políticas y económicas. Los primeros judaizantes condenados a la hoguera fueron Jorge Nuñez, Francisco Rodríguez y Pedro de Contreras (17-12-1595), quienes salieron en el respectivo auto de fe junto con otros penitenciados por la misma causa. 

Juan Fernández de las Heras fue quemado vivo (17-12-1595) por mantenerse pertinaz en sus proposiciones contrarias al dogma católico, entre otras, su rechazo al Sacramento de la Penitencia y al culto a las imágenes. Fernández sostenía que él era una de las personas de la Santísima Trinidad, decía tener visiones divinas, etc. 

Las supersticiones y prácticas mágicas de los españoles se multiplicaron en contacto con el mundo americano alimentadas por las de los aborígenes. Generalmente, se trató de procesos a mujeres que acudían a la brujería para asuntos sentimentales, ganarse voluntades o encontrar el remedio a alguna de las numerosas enfermedades. Entre estos cabe mencionar los efectuados a Francisca e Inés Villalobos, mujeres españolas pertenecientes a los grupos sociales más altos de Huamanga, que empleaban a varias indígenas para sus actividades. 

En 1610 se delimitó en forma definitiva el área de jurisdicción del Tribunal limeño con la creación de un nuevo distrito con sede en Cartagena, demarcación que subsistió hasta su abolición. Hay que agregar que algunos comisarios del distrito limeño, entre ellos los de La Plata y Chile, por su lejanía de Lima, gozaban de gran autonomía. 

Un análisis de la actividad inquisitorial denota un mayor impulso en los primeros años del siglo. En cuanto a los autos de fe, se llevaron a cabo cuatro: el primero el 13 de marzo de 1605; el segundo el 10 de julio de 1608 en el cementerio de la catedral; el tercero el 17 de junio de 1612 en la capilla de la Inquisición; y el cuarto el 17 de noviembre de 1614. De 1600 a 1605 fueron sentenciadas 135 causas y se celebraron dos autos de fe públicos: en el de 1600 fueron 35 los sentenciados y en el de 1605, 40. A partir del breve dado por el Papa Clemente VIII amnistiando a los judaizantes el Tribunal disminuyó sus acciones. En el período que abarca de 1606 a 1621 se sentenciaron 120 causas; se realizó un auto de fe público, donde salieron 18 reos y, asimismo, un autillo en el que se dieron a conocer 9 procesos. 

En el período comprendido entre los años 1600 y 1621, se mantuvo como factor de mayor importancia lo referente a la moral pública y privada. Si sumamos los 80 casos de proposiciones -la mayor parte de las cuales son solamente blasfemias y frases escandalosas- con los 86 relativos a la sexualidad y los 9 que se refieren a sortilegios, veremos que alcanzan los 175, lo que a su vez representa más del 68% del total. Esto nos permite sostener que el Tribunal limeño jugó un rol muy importante como mecanismo moralizador y corrector de las conductas alejadas de los patrones éticos establecidos en la sociedad. En cambio los judaizantes, que son el grupo herético más numeroso -llegando a los 61 procesos- así como los luteranos -que alcanzan sólo 9- constituyen, en conjunto, grupos absolutamente minoritarios que demuestran no sólo su propia debilidad sino también la fortaleza de la ortodoxia católica y la escasa penetración de las sectas. 

En lo que se refiere al tipo de sentencias, tenemos que la mayor parte de las mismas son abjuraciones que totalizan 173 y equivalen al 67%. Así, las dos terceras partes de los sentenciados abjuraban de sus errores, a ellos se les añadía, mayormente, algunas penas espirituales y el pago de los costos de los procesos o algunas multas. Los reconciliados y los absueltos llegaban a 30 y 29 respectivamente, mientras que los procesos suspendidos fueron 8. Resultaron condenados a muerte 6 y se quemaron 9 efigies. De los condenados al quemadero 5 eran judaizantes portugueses: Lucena de Baltasar, Duarte Núñez de Cea -ambos salieron en el auto de 1600- Duarte Enríquez, Diego López de Vargas y Gregorio Díaz Tavares salieron en el auto de 1605. 

El bachiller Juan Bautista del Castillo fue el único limeño condenado a la pena de hoguera -en toda la historia de este Tribunal- por proposiciones contrarias a la fe, las cuales difundió por toda la ciudad en medio del escándalo público. 

A partir de 1621 la actividad del Tribunal decayó, con la notoria excepción de los procesos seguidos contra los judaizantes lusitanos, cuyo punto central fue el auto de 1639. La presencia de portugueses se había multiplicado desde la unificación de las coronas y a la mayoría de ellos se les consideraba sospechosos de ser judaizantes. Una muestra de ello es que cuando el inquisidor general nombró como comisario de Potosí al Lic. Lorenzo de Mendoza -clérigo, natural de Coimbra- los inquisidores limeños le expresaron su protesta. Entre los inconvenientes que señalaban referían que en aquella región vivían numerosos portugueses, en su mayor parte judíos, los cuales se consolidarían con la designación de un comisario portugués y sería sumamente difícil poder procesarlos. Ello porque los españoles no se atreverían a denunciarlos por temor a las venganzas y por la posible benevolencia o solidaridad del referido personaje. 

Tipología de las causas (1621-1700) 

	Tipos de Delitos
	Encausados

	Judaizantes
	137

	Luteranos
	6

	Proposiciones
	31

	Bígamos
	90

	Solicitantes
	8

	Sortilegios
	7

	Contra el Santo Oficio
	16

	Varios
	30

	Total
	395


En el período 1621-1700 aumentó la represión contra los judíos los que, comparativamente, recibían las penas más drásticas. De un total de 395 procesados, 137 lo fueron por judaizantes y 6 por luteranos. El punto más álgido fue el proceso seguido a los comerciantes lusitanos que controlaban la mayor parte del comercio de la ciudad. Además de su conducta religiosa dual, el mayor problema para la corona se debía a su poderío económico y a sus múltiples conexiones con la comunidad judía internacional y con Holanda. Ello implicaba intereses políticos que comprometían la estabilidad del dominio hispano sobre estas tierras. En cuanto a los delitos contra la moral -considerando como tales a la bigamia, las solicitaciones en confesión, la blasfemia, la hechicería y las adivinaciones- alcanzan en conjunto los 206 casos. 

La etapa comprendida entre 1622 y 1641 fue la de mayor actividad del Tribunal en este siglo. Se vieron 199 causas. Los procesos a judaizantes fueron los más numerosos e importantes, 127 casos; los sortilegios y brujerías, 29. Los judaizantes portugueses siguieron siendo los que recibían las más drásticas sanciones. Así, en el auto de fe del 21 de diciembre de 1625, dos de ellos fueron conducidos al quemadero: Juan Acuña de Noroña y Manuel Tavares; otros tantos fueron quemados en huesos y estatuas: Manuel Núñez Magro de Almeida y Garci Méndez de Dueñas. En la década de los treinta revistieron especial interés estos procesos, los que aumentaron a raíz del descubrimiento del principal grupo de judaizantes de que se tenga conocimiento en toda la historia del Virreinato del Perú. Estos controlaban buena parte del comercio de la Ciudad de los Reyes, con múltiples conexiones, inclusive más allá de la jurisdicción del distrito limeño. Los juicios seguidos en su contra llegaron a totalizar, incluyendo a sus familiares, 74 en sólo dos años (1634-1636).
Las sentencias de la mayor parte de estas causas fueron dadas a conocer en el auto de fe del 23 de enero de 1639, en el que 11 judaizantes portugueses fueron llevados al quemadero: Antonio de Vega, Antonio de Espinosa, Diego López de Fonseca, Francisco Maldonado da Silva, Juan Rodríguez da Silva, Juan de Azevedo, Luis de Lima, Manuel Bautista Pérez, Rodrigo Vaez Pereira, Sebastián Duarte y Tomé Cuaresma; además, Manuel de Paz fue quemado en huesos y estatua.
Es conveniente señalar que, por entonces, se denunció la participación de la comunidad judía internacional y de Holanda en una conspiración para adueñarse de las colonias hispanoamericanas. Los miembros de la primera darían su apoyo a la segunda, a cambio de que esta les concediese libertad para realizar sus prácticas religiosas así como otros beneficios de carácter político, social y económico. Con dicho motivo se constituyó la Compañía Holandesa de las Indias Occidentales, financiada, en su mayoría, por judíos con quienes tenían tratos y contratos los judaizantes portugueses que controlaban una gran parte del comercio de Lima. Asimismo, existían rivalidades evidentes entre portugueses y españoles por la conquista de América, las cuales se incrementarían con la declaración de independencia realizada por Portugal. 

Durante el período 1642-1667 el número de causas sentenciadas alcanzó la cifra de 88. Esta vez, los casos de judíos apenas llegaron a 10 correspondientes a la culminación de las investigaciones de la etapa anterior. Los procesos por sortilegios fueron 24, los de bigamia 22 y en menor cantidad los de proposiciones heréticas. Según José Toribio Medina la cifra se elevaría a 111 considerando los 23 sentenciados en el auto de fe del 23 de enero de 1664. En el auto del 8 de octubre de 1667 sólo salieron cuatro reos, tres de ellos por proposiciones -dos clérigos y un sobrino, todos extranjeros- quienes eran partidarios de una especie de naturalismo. 

El tercer período de este siglo abarca desde 1668 hasta 1696 y en él hubo un total de 108 causas. Cabe destacar que no se dieron autos de fe en la Plaza Mayor; en cambio se realizaron dos autillos, ambos en la iglesia de Santo Domingo, en 1693 y 1694 respectivamente. Este último incluyó la causa de Angela Carranza. Igualmente, resulta importante resaltar que los procesos por bigamia totalizaron 57, casi la mitad del total; se mantuvieron los correspondientes a delitos de sortilegios y desaparecieron los efectuados a judaizantes. En consecuencia, el Tribunal se dedicaba más a la defensa de la moral que al combate de las pocas significativas actividades heréticas. 

Para entender el comportamiento del Santo Oficio en las Indias durante el siglo XVIII se torna indispensable considerarlo dentro del contexto histórico. En él destaca el cambio de dinastía efectuado en el año 1700 con el acceso y entronización del primer monarca borbón. Las corrientes racionalistas en boga insurgieron contra las tradiciones y todo aquello que consideraban sinónimo de conservadurismo. El predominio inglés comenzó a consolidarse con mayor fuerza después de la Guerra de Sucesión Española y del Tratado de Utrecht. Con el inicio de la expansión anglosajona por tierras americanas, la corona hispana percibió el peligro de la pérdida de sus inmensos dominios; además, la metrópoli dependía de navíos de diversas nacionalidades europeas para el intercambio comercial con sus posesiones. Por su parte, el Santo Oficio mostraba el declive de sus actividades, especialmente desde los años cincuenta. Ello propició la coincidencia del proceso emancipador con la abolición del Tribunal. 

Nuevas corrientes ideológicas, con claras connotaciones políticas, se hicieron presentes llamando la atención de los monarcas y, por supuesto, del Santo Oficio. Este no sólo se vio ante amenazas a la fe y la moral sino, al mismo tiempo, al sistema político en el cual estaba insertado. Estas doctrinas se desarrollaron inicialmente en reducidos círculos intelectuales. El contrabando de libros prohibidos se incrementó junto con el aumento de la penetración de extranjeros que llevaban a España las nuevas ideas e inquietudes del siglo. Ambos hechos influyeron en los cambios producidos en las universidades y en la creación de sociedades de amigos del país, propugnadoras estas últimas de reformas profundas en beneficio del progreso de las colonias. Estas corrientes innovadoras fueron adaptadas en las Indias, es decir, se acriollaron. Así, se produjo una mezcla de racionalismo y tradicionalismo manifestado en la adopción de criterios del primer tipo junto con el mantenimiento de la fidelidad a la Iglesia Católica. 

De los 319 procesados, 90 lo fueron por sortilegios y 97 por delitos sexuales (77 por bígamos y 20 por solicitantes), lo que en su conjunto equivale a un 58% de los encausados. Estos se vieron en tal situación por haber cometido delitos contra la moral, de la cual el Tribunal era celoso guardián. Por otra parte, los delitos contra la fe propiamente dichos llegaron a los 102; de estos, 49 por sustentación de proposiciones heréticas, 36 por luteranismo y 17 por judaizantes. Además, 4 fueron encausados por faltas contra el Santo Oficio y otros 26 por diversos motivos. El único caso de condena al brazo secular fue el de Ana de Castro. La mayoría de los enjuiciados fue sentenciada a realizar las consabidas abjuraciones ad cautelam, a las cuales se agregaban penas espirituales y, en los casos más serios, penas corporales y destierros. Es necesario reiterar que los conflictos entre el Tribunal y las autoridades eclesiásticas -entre ellas los arzobispos de Lima- eran frecuentes debido, principalmente, a que los inquisidores solían sobrepasar la jurisdicción de aquellas. Las relaciones entre el Santo Oficio y los jesuitas nunca fueron buenas pero empeoraron cuando el P. Diego Francisco Altamirano, Visitador y Vice-Provincial de la Compañía, dispuso que ningún miembro de esta admitiese el oficio de calificador sin licencia previa del provincial. 

El Tribunal estuvo totalmente paralizado entre los años 1725 y 1730 después de lo cual fue reactivado. La inactividad de este distrito hizo que la Suprema amonestara severamente a los inquisidores, amenazándolos con la destitución si no mejoraban su desempeño. El 23 de diciembre de 1736 se realizó el único auto de fe público del siglo, en el cual se pronunció la última sentencia a la hoguera. Esta correspondió a María Francisca Ana de Castro, judaizante, la única mujer condenada a tal pena por el Tribunal de Lima. Era natural de Toledo, de unos cincuenta años de edad. 

La mayor parte de las causas del período 1700-1750 correspondieron más a delitos contra la moral -sortilegios, bigamia, etc.- que a las herejías propiamente dichas. De estas últimas sólo hubo cuatro procesos contra judaizantes, lo que demuestra que su importancia había disminuido notoriamente. A pesar del decremento de juicios seguidos a los judíos, estos siguieron recibiendo las sanciones más enérgicas: tres de ellos sufrieron confiscación de bienes y destierro. El otro caso fue el de la referida Ana de Castro, quien fue la única condenada a la hoguera en todo el transcurso del siglo XVIII. Además, fueron encausadas 36 personas por luteranas, la mayoría de ellas inglesas o francesas. La mayor parte de los encausados por tal delito se presentaron voluntariamente ante el Santo Oficio a solicitar su reconciliación. Esta les era concedida ad cautelam, sin otro tipo de penas que las espirituales: rezar determinado tipo de oraciones, realizar ayunos, confesarse, comulgar, etc. 

En lo que respecta a las proposiciones heréticas estas llegaron a 42, incluyendo los casos de blasfemia. Cabe destacar las sanciones que recibían los bígamos, las que consistían en alguna cantidad de azotes, el destierro por un tiempo determinado -entre seis meses y diez años- el pago de alguna multa, etc. Así, el Tribunal de la Fe defendía celosamente el Sacramento del Matrimonio y, al hacerlo, se constituía en el protector de la familia, en especial, las mujeres y los hijos. Recordemos que los bígamos solían dejar en total abandono material y espiritual a sus hogares. Ante ello el Tribunal actuaba con un evidente y loable sentido humanitario. 

En cuanto a los casos de brujería y sortilegios el Santo Oficio resultó sorprendentemente benigno para su época. Mientras en los países protestantes se cuentan por decenas y aún cientos de miles las víctimas de la caza de brujas que terminaron sus días en la hoguera, el Tribunal consideraba que se trataba de un delito debido a la ignorancia de las gentes y no tenía más realidad que la que sus mentes le asignaban. A los culpables se les sentenciaba a recibir una cantidad variable de azotes que fluctuaba entre los 50 y los 200. Se podía añadir, dependiendo de la gravedad de los hechos, el destierro por tiempo determinado, la prestación de servicios en hospitales y presidios, el pago de alguna multa e, inclusive, la confiscación de bienes. 

En la segunda mitad del siglo XVIII se acentuó notoriamente la decadencia de la Inquisición, tanto en la metrópoli como en las colonias. En estas últimas, su declive tuvo como ingrediente adicional el surgimiento de movimientos separatistas y la contribución que prestó el Santo Oficio -en tanto entidad conformante del aparato estatal hispano- a la causa realista. En Hispanoamérica al igual que en España disminuyó el número de procesos. Entre las faltas que en estos tiempos perseguía el Tribunal tomaron una creciente importancia los escritos de autores revolucionarios o sediciosos, los que eran divulgados entre los sectores más ilustrados de la sociedad. 

Desde mediados del siglo XVIII hasta la abolición del Tribunal (1750-1820) hubo un total de 51 causas. Entre ellas figura un rebrote de judaizantes -hacía 1774 habían 13 en las cárceles inquisitoriales- y la aparición de los primeros casos de francmasonería. En cuanto a los autillos dados en el transcurso del siglo XIX, en la capilla del Tribunal, tenemos los siguientes: 1800, 18 de febrero; 1803, 27 de agosto; 1805, 27 de setiembre; y 1806: 17 de julio. Los procesos debidos a la lectura de libros prohibidos fueron pocos. Entre ellos destacan el seguido contra Ramón Rozas -asesor del virrey- y el realizado al Barón de Nordenflicht. Este último era miembro de la comisión alemana de minería que vino al Perú, por encargo del rey, a instalar el sistema de amalgama "de cazo". Por su parte, los juicios realizados a luteranos siguieron centrados en los extranjeros (ingleses, franceses, holandeses, etc.). Hay que resaltar que la mayor parte de los procesados, con la notoria excepción de los casos de brujería y sortilegio, eran blancos. 
Procesados por el Tribunal de Lima según sexos
(1569-1820) 

	Sexo
	Número
	Porcentaje

	Hombres
	1294
	87.79

	Mujeres
	180
	12.21

	Totales
	1474
	100.00


En los dos siglos y medio de la Inquisición en Lima -cuya jurisdicción comprendía los territorios actuales del Perú, Bolivia, Chile, Argentina, Uruguay y Paraguay- el Tribunal sentenció a 1474 personas, aproximadamente, la mayoría de las cuales fue condenada a pagar multas, rezar oraciones, colocarse el sambenito, etc. El total de los casos en que se aplicó la pena de muerte fue de 32; la mitad de ellos quemados vivos y otros tantos condenados al garrote. De los condenados a muerte, 23 lo fueron por judaizantes (15 portugueses, 7 españoles -de los cuales 4 eran hijos de portugueses- y un criollo, también hijo de portugueses; 6 por luteranos (3 ingleses, 2 flamencos y 1 francés); 2 por sustentar y difundir públicamente proposiciones heréticas -uno de ellos fue el limeño Juan Bautista del Castillo (1608), mientras que el otro era español- y un alumbrado (español). 

Condenados a muerte por el Tribunal de Lima
(1569-1820) 

	Delitos
	Número
	%

	Judaizantes
	23
	71.88

	Protestantes
	6
	18.75

	Proposiciones
	2
	6.25

	Alumbrados
	1
	3.12

	Total
	32
	100.00


La Inquisición fue abolida por decreto de las Cortes de Cádiz, el 22 de febrero de 1813. Abascal, el 30 de julio de ese año ordenó la publicación en Lima del decreto de abolición. Días después, al permitirse a un grupo de personas que ingresasen al local , se produjo el lamentable saqueo de las instalaciones con la consiguiente pérdida de valiosa documentación sobre el accionar inquisitorial. En 1814, cuando el Rey Fernando VII fue restablecido en el trono, se dispuso que volviese a funcionar el Santo Oficio pero su existencia ya fue más nominal que real. Para el Perú fue abolido definitivamente en 1820 a raíz del proceso emancipador con el cual se suprimió todo tipo de dependencia política de España. 

CONDENADOS A MUERTE POR EL TRIBUNAL DE LA INQUISICIÓN DE LIMA
(1569-1820) 

	Nombres
	Origen
	Motivo
	Fecha

	01) Salado, Mateo
	Francés
	Luterano
	15-11-1573

	02) De la Cruz, Francisco
	Español
	Alumbrado
	13-04-1578

	03) Bernal, Juan
	Flamenco
	Luterano
	29-10-1581

	04) Del Pilar, Miguel
	Flamenco
	Luterano
	30-11-1587

	05) Tiller, Walter
	Inglés
	Luterano
	05-04-1592

	06) Tiller, Eduardo
	Inglés
	Luterano
	05-04-1592

	07) Oxley, Enrique
	Inglés
	Luterano
	05-04-1592

	08) Nuñez, Jorge
	Portugués
	Judaizante
	17-12-1595

	09) Rodríguez, Francisco
	Español
	Judaizante
	17-12-1595

	10) De Contreras, Pedro
	Español
	Judaizante
	17-12-1595

	11) Fernández, Juan
	Español
	Proposic.
	17-12-1595

	12) De Lucena, Baltasar
	Portugués
	Judaizante
	10-12-1600

	13) Nuñez de Cea, Duarte
	Portugués
	Judaizante
	10-12-1600

	14) Enríquez, Duarte
	Portugués
	Judaizante
	13-03-1605

	15) López de Vargas, Diego
	Portugués
	Judaizante
	13-03-1605

	16) Díaz Tavares, Gregorio
	Portugués
	Judaizante
	13-03-1605

	17) Bautista del Castillo, Juan
	 
	 
	 

	18) Acuña de Noroña, Juan
	Limeño
	Proposic.
	01-06-1608

	19) Tavares, Manuel
	Portugués
	Judaizante
	21-12-1625

	20) De Vega, Antonio
	Portugués
	Judaizante
	21-12-1625

	21) De Espinosa, Antonio
	Español
	Judaizante
	21-01-1639

	22) López de Fonseca, Diego
	 
	 
	05-04-1592

	23) Maldonado da Silva, Francisco
	Tucumano
	Judaizante
	23-01-1639

	24) Rodríguez da Silva, Juan
	Portugués
	Judaizante
	23-01-1639

	25) De Azevedo, Juan
	Español
	Judaizante
	23-01-1639

	26) De Lima, Luís
	Español
	Judaizante
	23-01-1639

	27) Bautista Pérez, Manuel
	Portugués
	Judaizante
	23-01-1639

	28) Váez Pereira, Rodrigo
	Portugués
	Judaizante
	23-01-1639

	29) Duarte, Sebastián
	Portugués
	Judaizante
	23-01-1639

	30) Cuaresma, Tomé
	Portugués
	Judaizante
	23-01-1639

	31) Henríquez, Manuel
	Portugués
	Judaizante
	23-01-1664

	32) De Castro, María Francisca Ana
	Española
	Judaizante
	23-12-1736


LA ALTA CÁMARA DE JUSTICIA

La llegada del general José de San Martín y el Ejército Libertador, su instalación en el norte del Perú y los numerosos pronunciamientos de las poblaciones a favor de la independencia significaron una verdadera revolución. Se empezaba a esbozar un nuevo Estado y con él un gobierno propio que rompía la dependencia con España. El basamento legal del mismo fue, inicialmente, el Reglamento Provisional, promulgado en Huaura el 12 de febrero de 1821, documento que señala los principios generales que normarían las actividades del Protectorado en los territorios liberados. El artículo 10° de dicho Reglamento estableció una Cámara de Apelaciones, con sede en la ciudad de Trujillo, la misma que asumió parcialmente las funciones de la Real Audiencia -esta tenía, durante la colonia, atribuciones judiciales, como tribunal de apelación, además de administrativas y políticas – consejo consultivo del Virrey-. En primera instancia las causas civiles y criminales eran de competencia de los presidentes de los departamentos, quienes reemplazaron a los intendentes. Por lo demás continuaron vigentes las leyes de la colonia.

Desocupada Lima por los realistas no tarda en hacer su ingreso a la ciudad el Ejército Libertador. El 20 de julio se publicó un bando que ordenaba que se restablecieran los tribunales de justicia y disponía que los miembros de la Real Audiencia continuasen en sus cargos si se decidían a favor de la independencia.

El 29 de julio, en cumplimiento de una disposición gubernamental, los miembros de la Real Audiencia que se unieron a la causa patriota juraron defender con su opinión, persona y propiedades la independencia del Perú del gobierno español y de cualquier otra dominación extranjera. Similar juramento hicieron los empleados de este tribunal. El 1 de agosto el general José de San Martín le solicitó a la Real Audiencia que se traslade al local de la Inquisición. El traslado se realizó entre el 9 y el 13 de agosto, funcionando desde el 15 del mismo mes en su nueva sede.

Por otra parte, el 4 de agosto se declaró abolida la Cámara de Apelaciones de Trujillo y en su lugar se estableció la Alta Cámara de Justicia. Sus atribuciones eran las mismas que antes tenía la Real Audiencia. Estaba constituida por un presidente y ocho vocales. Además tendría dos fiscales, uno para lo criminal y otro para lo civil, el cual asumía también lo referido a la hacienda pública. El domingo 7 de octubre de 1821 se instaló solemnemente la Alta Cámara de Justicia. El 10 de abril de 1822 se dictó el Reglamento Provisional para el régimen de los tribunales de justicia. En él se señalan como atribuciones de la Alta Cámara las siguientes:

1. Conocer en alzada de las causas civiles y criminales que se le someta.

2. Conocer de las causas incoadas contra ministros, consejeros de Estado y miembros de la Alta Cámara.

3. El derecho de presentar una terna para las vacantes judiciales.
4. Dirimir los casos de competencia entre los distintos fueros.

5. Asesorar al gobierno en la interpretación de los dispositivos legales.

CAPITULO 2

Visión histórica de la ciencia y el Derecho Penitenciario
ANTECEDENTES HISTÓRICOS
Si bien el desarrollo de la Ciencia Penitenciaria y sobre todo del Derecho Penitenciario son ulteriores a la configuración del Derecho Penal, realmente existieron orientaciones y tendencias precedentes desde siglos atrás, que podrían ser considerados los primeros atisbos de la actual perspectiva penitenciaria.

Desde el simple hecho de que la actitud vindicativa disminuyera y se tratara de acrecentar una tendencia humanizante al aplicar las penas privativas y restrictivas  de la libertad, se estaban dando los primeros pasos para el nacimiento de la Penología y la actual legislación penitenciaria, que fundamentalmente no se orientan por el propósito de la retribución sino más bien de la readaptación del interno.

En la edad media por ejemplo, ya se conocía la existencia de los llamados patronatos a iniciativa privada, que tenían por misión ayudar a los internos, los mismos que con diversas denominaciones se extendieron por toda Europa.

En la edad moderna destaca la obra del monje Benedicto Juan MABILLON, intitulada REFLEXIONES SOBRE LAS PRISIONES MONASTICAS, escrita entre 1690 y 1695, pero publicada póstumamente en 1724, en la que se planteaban ideas reformadoras de los centros de reclusión monacales, que viene a ser una manifestación incipiente de las ideas penitenciarias.

César BECCARIA (1738-1794) puede ser considerado igualmente un precursor de la posterior corriente penitenciaria, con su libro DEI DELITTI E DELLE PENE (1764), en el que postulaba la necesidad de humanizar las penas.

También los planteamientos de John HOWARD (1726-1790), quien visitó gran número de prisiones europeas, lo que sirvió para escribir THE STATE OF PRISIONS IN ENGLAND AND WALES en 1777, son aportes importantes en la configuración de nuestra disciplina. Cuello CALÓN afirma que con “Howard nace la enorme corriente que se ha llamado penitenciarismo, que ha levantado prisiones más humanas y ha propugnado como fin principal de la pena de privación de libertad la reforma y mejora de los reos”.

En Norteamérica, en la Colonia de Pensilvania, bajo la influencia de William PENN (1644-1718), quien en 1682 elaboró el Código de dicho territorio, se fue atenuando el rigor de las penas. Asimismo podemos considerar que en la prisión de Walnut Street  en Filadelfia, inaugurada en 1776, se dieron prácticamente los primeros intentos del régimen celular, conocido posteriormente en todo el mundo.

En Hispanoamérica, destaca también el jurista español Manuel de LARDIZABAL y URIBE (1739-1820), nacido en México, que en 1782 publicara: DISCURSO SOBRE LAS PENAS CONTRAIDO A LAS LEYES CRIMINALES DE ESPAÑA PARA FACILITAR SU REFORMA, y por ello es considerado el “Primer penólogo moderno”.

En la edad contemporánea se aprecia ya una configuración de las ideas penitenciarias, es así que en el año 1827, Charles LUCAS publicó un libro sobre temas vinculados a los problemas penitenciarios DU SYSTEME PENAL ET DU SYSTEME REPRESIF EN GENERAL, DE LA PEINE DE MORT EN PARTICULAR. Según G. Novelli, este autor sería quien inició el estudio de la Ciencia Penitenciaria como sistematización orgánica, sobre todo por su obra editada en 1828: DU SYSTEME PENITENTIAIRE, EN EUROPEM ET AUX ETATS UNIS.
Italo LUDER considera por su parte que el primer intento de sistematización de esta disciplina fue realizado por el profesor alemán N. H. JULIUS, quien publicó en 1828 su obra intitulada LECCIONES PREVIAS SOBRE CIENCIA PENITENCIARIA, considerado por Kaiser como el “primer manual en alemán sobre las cárceles”.

G. A. de BEAUMONT y TOCQUEVILLE, en 1832 publicaron en Francia: DU SYSTEME PENITENTIARI AUX ETAT UNIS. En el siglo XIX también podemos hallar el origen de la tendencia correccionalista de la pena con Carlos David Augusto ROEDER, quien en su obra AN POENAM MALUM ESSE DEBET editada en 1839, se preguntaba si la pena debía ser un mal, tal como lo comenta LA PLAZA, adoptándose con el transcurrir de los años la idea correctiva o reeducadora.

En dicho siglo existió una amplia inquietud penitenciaria, generada por la existencia de los estudios mencionados y otros, como los de doña Concepción ARENAL (1820-1893) en España, quien publicó una variedad de obras penitenciarias como: CARTA A LOS DELINCUENTES; ESTUDIOS PENITENCIARIOS; MANUAL DEL VISITADOR DE PRESOS.

También durante el siglo XIX se desarrollaron y adquirieron  auge los primeros regímenes penitenciarios, tales como el celular, auburniano y algunos progresivos; así mismo se iniciaron las reuniones penitenciarias internacionales que fueron alcanzando mayor notoriedad y profundidad con el transcurso del tiempo y el avance de las experiencias penológicas.

En los inicios del siglo XX en Alemania son importantes KRIEGSMAN que en 1912 editó EINFRUEHRUNG IN DIE GEFAENGNIS KUNDE. En Inglaterra destaca Evelyn RUGGLES BRISSE (1857-1935), que en 1921 publicó THE ENGLISH PRISON SYSTEM.

En la tradición penitenciaria española de la primera mitad de nuestro siglo han tenido vital importancia Rafael SALILLAS (1854-1923), con sus obras LA REFORMA PENITENCIARIA (1904), EVOLUCIÓN PENITENCIARIA ESPAÑOLA (1919) y LA VIDA PENAL EN ESPAÑA; Constancio BERNALDO DE QUIROS con sus LECCIONES DE DERECHO PENITENCIARIO (1953); y, sobre todo Eugenio CUELLO CALON (1879-1963) que en 1920 editara su obra PENOLOGIA, y posteriormente su libro LA MODERNA PENOLOGIA (1958) que hasta nuestros días tiene influencia.

CONGRESOS PENITENCIARIOS DE 1872 A 1950: En el siglo pasado se iniciaron los primeros Congresos Penitenciarios de carácter mundial, los mismos que se sucedieron hasta la década del 50, pasando luego a tomar otra denominación bajo la dirección de las Naciones Unidas.

Los Congresos Penitenciarios, según afirma J.C. García Basalo, se desarrollaron en dos series: una que constó de tres reuniones internacionales, y la segunda de mayor importancia y duración que comprendió 12 congresos.

La primera serie de congresos que no tuvieron carácter oficial, según Francisco Bueno, fueron los de Frankfut en Main (Alemania) en 1847, y nuevamente  de Frankfurt en 1857.

La segunda serie abarcó certámenes de mayor trascendencia, por la importancia y diversidad de temas que se trataron, así como por la regularidad con que se cumplieron.  También se distinguieron  por la calidad científica de los que concurrieron a dichas reuniones.

Desde el año de 1872 en que se inició esta serie de congresos, tuvo un papel importante la COMISIÓN PENITENCIARIA INTERNACIONAL fundada en dicho congreso, la misma que en 1929 adoptó la denominación de Comisión Internacional Penal y Penitenciaria (CIPP), y que se disolvió el primero de octubre de 1951.

Los certámenes de 1872 a 1925 se denominaron Congresos Internacionales Penitenciarios, y de 1930 a 1950 Congresos Internacionales Penales y Penitenciarios.

Los cinco primeros congresos se efectuaron en el siglo XIX y los restantes siete en el siglo XX, en las fechas que se indican a continuación:

SIGLO XIX:

1. Congreso de Londres en 1872;

2. Congreso de Estocolmo en 1878;

3. Congreso de Roma en 1885;

4. Congreso de San Petersburgo en 1890;

5. Congreso de París en 1895.

SIGLO XX:

1. Congreso de Bruselas en 1900;

2. Congreso de Budapest en 1905;

3. Congreso de Washington en 1910;

4. Congreso de Londres en 1925;

5. Congreso de Praga en 1930;

6. Congreso de Berlín en 1935;

7. Congreso de La Haya en 1950.

1. CONGRESO DE LONDRES (Del 3 al 13 de julio de 1872)

Entre los diversos temas que se tocaron en este congreso destacan los siguientes:

a. El tratamiento de los delincuentes debe orientarse principalmente a la defensa de la sociedad. En su regeneración debe primar más que el temor, la fuerza moral y los métodos educativos.

b. La clasificación de los reclusos debe tener como fundamento el carácter del interno para facilitar la individualización del tratamiento que es principio esencial del sistema.

c. Ninguna prisión podrá cumplir sus fines reformadores sin un personal de vocación y convenientemente entrenado para la función penitenciaria.

d. En número máximo de reclusos que debe contener una prisión es de quinientos internos.

e. Las penas privativas de libertad de corta duración y multas que no pueden pagarse no deben cumplirse en las prisiones, deben ser sustituidas por trabajo agrícola o de talleres, o por regímenes de trabajo en prisión pasando las noches en su propio hogar.

f. La centralización de la administración de las prisiones es recomendable en los pequeños países, pero difícil en los mayores.

g. La asistencia de patronato debe comenzar en las prisiones y continuar en libertad, comprendiendo ayuda moral y material e incluso proporcionando trabajo.

2. CONGRESO DE ESTOCOLMO (Del 15 al 26 agosto de 1878)

En este congreso se debatieron cuestiones muy variadas y entre las conclusiones más saltantes estuvieron las siguientes:

a. La administración penitenciaria debe gozar de un poder discrecional para aplicar las penas con arreglo a los límites señalados por la ley y a las condiciones morales de cada recluso.

b. Las penas privativas de libertad no se deben diferenciar más que en su duración y en las consecuencias accesorias que puedan producir después de su cumplimiento, recomendándose su unificación.

c. Es importante que en cada Estado exista una Inspección de las Prisiones con poder central.

d. Son indispensables Escuelas de Estudios Penitenciarios para la formación e instrucción teórica y práctica de todos los funcionarios e incluso de los guardianes.

e. La libertad condicional presenta ventajas para los penados y para la sociedad, recomendándose a los gobiernos.

f. El régimen celular puede aplicarse a los reclusos, teniendo en cuenta sus condiciones particulares, pero no a los jóvenes  delincuentes, a los que puede ocasionarles perjuicios en el desarrollo físico y moral.

g. Los patronatos de reclusos deben generalizarse solicitándose la iniciativa privada con el concurso del Estado.

3. CONGRESO DE ROMA (Del 16 al 24 noviembre de 1885)

Las principales conclusiones de este certamen fueron:

a. El juez debe tener atribuciones para colocar en una escuela de reforma o en un Establecimiento de educación al joven delincuente que ha obrado sin discernimiento, y para ponerlo en libertad vigilada cuando su conducta ofrezca garantía.

b. Debe haber dos clases de edificios carcelarios, uno para preventivos y condenados a penas cortas, y otro para condenados a penas largas.

c. Los establecimientos de trabajo al aire libre (all’ aperto) para los penados son aconsejables en ciertas penas y condiciones.

d. Los medios para combatir y prevenir la vagancia es facilitar el trabajo adecuado a cada indigente con un jornal que satisfaga sus necesidades primarias.

e. En todas las prisiones debe funcionar una escuela donde se enseñe a leer y escribir, así como la instrucción de artes y oficios.

4. CONGRESO DE SAN PETERSBURGO (Del 15 al 24 junio de 1890)

Entre las conclusiones más saltantes están:

a. Debe crearse una cátedra de Ciencia Penitenciaria en los diferentes países. Así mismo se recomienda crear bibliotecas de Ciencia Penitenciaria en los centros carcelarios para uso de los funcionarios respectivos.

b. El trabajo útil y productivo es importante para los reclusos. Así mismo dieron algunas recomendaciones para evitar la competencia de la mano de obra penitenciaria con los trabajadores libres.

c. Las penas largas de privación de libertad deben estar inspiradas en el principio de reforma y comprender los siguientes períodos: aislamiento celular, trabajo en común y aislamiento nocturno, régimen de trabajo en lo posible al aire libre y libertad condicional.

d. Las sociedades de patronatos deben atender también a las familias de los reclusos.

e. Se dieron recomendaciones sobre los dos regímenes aplicables a los menores: colocación en familias e internamiento en establecimientos especiales.

5. CONGRESO DE PARIS (Del 30 julio al 9 julio de 1895)

Los acuerdos más importantes fueron:

a. Se debatió sobre el problema de la pena única y se recomendó la división tripartita en “crímenes”, “delitos” y “contravenciones”.

b. Se recomendó la remisión condicional de la pena a los que delincan por primera vez y hayan sido condenados a penas cortas de privación de libertad.

c. El trabajo manual debe ser obligatorio en todas las penas privativas de libertad. Aunque se consideró que el recluso no tiene derecho a salario, se recomendó que el estado debía darle una gratificación.

d. Las escuelas para reclusos deben procurar no solamente los conocimientos, sino también una enseñanza moralizadora.

e. Los delincuentes dementes deben ser internados en asilos para enfermos mentales.

6. CONGRESO DE BRUSELAS (Del 6 al 13 agosto de 1900)

Los principales temas y conclusiones de este congreso fueron:

a. El congreso encuentra aceptable el régimen celular, que años antes había sido criticado duramente por Ferri.

b. El régimen interior de las prisiones debe ser tan aflictivo como sea posible y más severo con los reincidentes.

c. Se recomienda la creación de establecimientos para el tratamiento médico de los condenados alcohólicos. Se plantea la prohibición de bebidas alcohólicas dentro del penal.

d. Es de desear la combinación de los regímenes de internamiento y de colocación en una familia, para los jóvenes delincuentes.

7. CONGRESO DE BUDAPEST (Del 3 al 9 setiembre de 1905)

Entre los puntos más saltantes de este certamen están los siguientes:

a. En casos de accidentes de trabajo en el centro penitenciario, se debe abonar indemnización a los reclusos o herederos.

b. Los preventivos no pueden ser obligados a trabajar.

c. El trabajo penal al aire libre (All’ aperto) es aplicable cuando la pena es superior a un año e inferior a diez, y hayan tenido seis meses de celda.

d. Es necesario crear establecimientos especiales para los delincuentes con responsabilidad restringida y alcohólicos procesados por delitos.

e. Se recomienda crear establecimientos de observación para los jóvenes delincuentes moralmente abandonados.

8. CONGRESO DE WASHINGTON (Del 2 al 8 octubre de 1910)

Las principales conclusiones de este congreso fueron:

a. Se aprueba el principio de la sentencia indeterminada para las personas mental o moralmente defectuosas, así como para los jóvenes delincuentes y demás criminales que tienen necesidad de tratamiento educativo.

b. Se consideró que los principios penitenciarios modernos indican que ningún individuo debe ser considerado como incapaz de enmienda, y que esta enmienda podría lograrse con instrucción moral, educación intelectual y física, y trabajo eficaz.

c. La libertad condicional (Parole system) debe concederse según reglas determinadas, no como un favor.

d. Todos los penados deben ocuparse de un trabajo útil en el interior o exterior del penal.

e. Los efectos de la “probation” son provechosos si se aplican a las personas idóneas, y si durante un plazo razonable están bajo vigilancia de funcionarios competentes.

f. El Estado debe autorizar la remuneración de los reclusos y adoptar las medidas adecuadas para que las cantidades adquiridas por ellos puedan ser utilizados por sus familiares si los necesitan.

9. CONGRESO DE LONDRES (Del 4 al 10 agosto de 1925)

Entre las conclusiones más importantes del congreso tenemos:

a. Las penas cortas deben ser sustituidas por un régimen de Probation o de multa.

b. Se recomienda el examen físico y mental de acusados y reclusos por especialistas, debiéndose instalar servicios para tal fin en las instituciones penitenciarias.

c. Se debe establecer una clasificación de los reclusos basada no solo en la edad y el sexo, sino también en el carácter y en la capacidad de reforma de cada uno, para impedir la “contaminación moral”.

d. El número de reclusos no debe exceder de 500 para realizar un tratamiento individualizado.

e. Aunque no es obligatorio pagar el trabajo de los reclusos, es recomendable estimularlos mediante una remuneración.

f. Los menores delincuentes deben ser colocados en familias idóneas, cuando sus padres son incapaces de atender su educación.

10. CONGRESO DE PRAGA (Del 24 al 30 agosto de 1930)

En este certamen se debatieron algunas conclusiones importantes:

a. Para garantía de la sociedad, la ejecución de la pena debe contribuir a la educación y regeneración del condenado utilizándose todos los medios de la pedagogía actual.

b. Todos los funcionarios de la administración penitenciaria deben ser instruidos y formados especialmente para sus funciones.

c. Se planteó que el régimen celular debe ser aplicado, formando parte de un régimen progresivo.

d. La condena condicional y la libertad condicional, sólo deben concederse a delincuentes apropiados, recomendándose un examen previo de las condiciones físicas, mentales y morales del delincuente.

e. El patronato es indispensable para el buen éxito de la libertad condicional.

11. CONGRESO DE BERLIN (Del 19 al 24 agosto de 1935)

Los temas más saltantes de este congreso fueron:

a. Es oportuno confiar las decisiones importantes relativas a la ejecución de las penas privativas de libertad a los jueces, a los fiscales o a comisiones mixtas presididas por un magistrado.

b. Se tocó el tema de la importancia del trabajo penitenciario, y como enfrentar el problema del paro en la industria libre. Se recomendó la ejecución de obras públicas por los reclusos.

c. Las medidas de seguridad deben cumplirse en establecimientos especiales, diferentes de las prisiones.

d. Las leyes de todos los países deben autorizar la práctica de la castración, a petición o con consentimiento del interesado. Igualmente se planteó la autorización de la esterilización por motivos sanitarios o eugenésicos.

12. CONGRESO DE LA HAYA (Del 14 al 19 agosto de 1950)

Este fue el último Congreso Penitenciario Internacional organizado por la CIPP, certamen que posteriormente fue reemplazado por los congresos quinquenales de las Naciones Unidas.

Las conclusiones más importantes fueron las siguientes:

a. La clasificación de los reclusos debe hacerse en grupos más o menos homogéneos además de flexible y no rígida.

b. Se definió el establecimiento abierto como aquél “en el que las medidas preventivas contra evasiones no residen en obstáculos materiales, y el fundamento del régimen consiste en inculcarles el sentimiento de la responsabilidad  personal…”

c. Se estableció que la importancia de los establecimientos abiertos en la prevención del delito es grande, aunque no puede reemplazar a establecimientos de máxima o mediana seguridad.

d. El trabajo penitenciario debe considerarse como un medio de tratamiento, y los reclusos deben recibir una justa remuneración.

e. La pena de prisión corta debe sustituirse por condena condicional, multa, amonestación judicial o trabajo en libertad.

f. La liberación condicional es una institución necesaria. Además los centros carcelarios deben preparar la futura resocialización del interno, recomendándose un régimen de pre-libertad.

g. Se debe aplicar tratamiento psiquiátrico a los grupos siguientes:

· Anormales mentales;

· A los que presentan dificultades disciplinarias; y

· A los que sufren desórdenes más o menos graves como consecuencia de la reclusión.

CONGRESOS DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE

Como resultado de las negociaciones efectuadas entre las naciones Unidas y la CIPP, los congresos penitenciarios fueron asumidos por el mencionado organismo internacional y denominados “Congresos sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente”.

Estos congresos se desarrollaron quinquenalmente, y desde la primera efectuada en 1955, se vienen sucediendo con regularidad.

Las reuniones realizadas hasta 1985 han sido las siguientes:

1. PRIMER CONGRESO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE:

Certamen celebrado en Ginebra-Suiza, del 23 de agosto al 3 de setiembre de 1955. El programa del congreso incluyó cinco temas generales:

a) Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos;

b) Selección y formación del personal penitenciario;

c) Establecimientos penales y correccionales abiertos;

d) Trabajo penitenciario;

e) Prevención de la delincuencia de menores.

La importancia de este congreso realizado hace  cincuenta años, está en el hecho de que allí se dieron las llamadas Reglas Mínimas para el Tratamiento del Recluso, como una recomendación general para todas las naciones. Además de los otros temas que fueron también muy importantes.

2. SEGUNDO CONGRESO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE:

Esta reunión  se llevó a efecto en la ciudad de Londres del 8 al 19 de agosto de 1960. El congreso tuvo el temario siguiente:

A. Nuevas formas de delincuencia de menores: Su origen, prevención y tratamiento: Se consideró que la delincuencia de menores no puede ser estudiada con independencia de la estructura social de cada Estado. Además hay una exageración al hablar de nuevas manifestaciones de criminalidad de menores, en las que se incluyen actos que van contra el orden público, pero que no indican una conducta seriamente antisocial, por ello se recomendó:

· Que el significado de delincuencia de menores se limite lo más posible, a las transgresiones del derecho penal.

· Que no se creen, ni siquiera con el objeto de protección, nuevas formas legales de delito que castigue irregularidades pequeñas o manifestaciones de inadaptación de los menores, por los que no se perseguiría a los adultos.

· La reincidencia de los menores delincuentes no puede resolverse con una aplicación más rigurosa de la ley o períodos más largos de reclusión. Es necesario diversificar los métodos de prevención y tratamiento.

B. Servicios Especiales de Policía para la Prevención de la Delincuencia de Menores: En este segundo tema se adoptaron sólo algunas recomendaciones básicas:

· La policía debe prestar especial atención a la prevención de las “nuevas formas de delincuencia de menores”. Sin embargo no debe llegar a asumir funciones que competen a los servicios sociales, educativos y otros.

· La función preventiva de la policía debe estar sujeta al respeto de los derechos humanos.

· Se hacen reservas en lo que se refiere, tanto a la toma de impresiones digitales de los menores delincuentes como a la conveniencia de que la policía establezca un sistema de recompensas o censuras cívicas.

C. Prevención de los tipos de delincuencia que son consecuencia de los cambios sociales y que acompañan al desarrollo económico de los países menos desarrollados.

D. Penas cortas privativas de libertad: En este cuarto tema las principales conclusiones fueron:

· En muchos casos las penas cortas privativas de libertad pueden ser nocivas, ya que presentan el peligro de corromper al interno y ofrecer poca o ninguna oportunidad de formación profesional constructiva. Sin embargo el Congreso admitió que en ciertas circunstancias se puede imponer estas penas.

· Se reconoce que una rápida y total abolición de las penas cortas privativas de libertad no es posible en la realidad, por lo que se debe reducir la frecuencia con que se impone tal sanción.

· Cuando la imposición de una pena corta privativa de libertad sea la única apropiada, la condena debe cumplirse en establecimientos penales adecuados, separados de los reclusos que cumplen condenas largas. Siempre que sea factible, se dará preferencia a los establecimientos abiertos como lugar de cumplimiento de la pena.

E. Integración del trabajo penitenciario en la economía nacional, incluida la remuneración de los reclusos: Al analizarse las conclusiones del congreso de 1955 sobre este tópico se observó que la mayor parte de sus conclusiones no habían sido puestas en práctica.

F. Tratamiento anterior a la liberación y asistencia post institucional: Ayuda a las personas que están a cargo del recluso:

F.1 En los programas de tratamiento anterior a la libertad, debe prestarse atención a los problemas concretos que crea la transición de la vida en el establecimiento penal a la vida en sociedad, incluyendo:

· Información y orientación especial, así como discusión con el interno sobre aspectos personales y prácticas de su vida en libertad;

· Métodos colectivos;

· Concesión de mayor libertad dentro del establecimiento;

· Traslado de establecimiento cerrado a uno abierto;

· Permisos de salida, de diversa duración, por razones justificadas;

· Permisos para trabajar fuera del establecimiento.

F.2 Es conveniente aplicar lo más posible el principio de liberación del delincuente antes de que expire la condena, en determinadas condiciones, para ayudarlo a su reinserción social.

F.3 La asistencia post institucional persigue la reintegración del delincuente a la vida de la comunidad libre, y proporcionarle ayuda material y moral. Atenderse en primer lugar a sus necesidades prácticas inmediatas, tales como ropas, alojamiento, gastos de viaje, sustento y documentación. Así mismo sus necesidades afectivas y a la ayuda para encontrar empleo.

F.4 La asistencia post institucional debe estar al alcance de todos los liberados. El Estado tiene la obligación principal de asegurar la organización de estos servicios.

F.5 Para la organización de los servicios de asistencia post institucional debe buscarse la colaboración de organizaciones privadas.

3. TERCER CONGRESO DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE:

Fue celebrado en Estocolmo-Suecia, del 9 al 18 de agosto de 1965. En este Congreso se discutieron fundamentalmente los siguientes temas:

A. Evolución social y criminalidad: Entre los principales planteamientos que abarcó este primer tema, están los siguientes:

· Las explicaciones económicas de la criminalidad no siempre son enteramente satisfactorias en todos los países. Además de que los índices de criminalidad en los países desarrollados es alto.

· La legislación no siempre marcha al paso de los cambios sociales, y, como consecuencia de ello, el delito y el delincuente estaban definidos por leyes que sociológicamente habían dejado de ser aceptables para la sociedad. Sin embargo en algunos casos las nuevas leyes penales se han hecho eco de los cambios en esos valores.

· Aunque hay diferencias en otros aspectos de la criminalidad entre los países desarrollados y en desarrollo, en ambos parecía advertirse un fenómeno común, esto es que la urbanización iba acompañada de un aumento en la delincuencia de menores y de adultos.

· Los efectos de la urbanización parecen ser especialmente agudos entre la juventud. A ello se debe en gran parte el que casi todos los delincuentes del mundo fueran jóvenes de las zonas urbanas.

B. Las fuerzas sociales y la prevención de la  delincuencia (especialmente la sociedad, la familia y las posibilidades de instrucción y empleo). Algunos de los principales puntos fueron:

· Las fuerzas sociales, de uno u otro modo, influyen en cierta medida en la lucha contra la delincuencia de jóvenes y la criminalidad de adultos. Entre esas fuerzas estaban la opinión pública, la religión, la educación, la urbanización, la migración y la industrialización.

· La naturaleza de la participación del público en las medidas de prevención de la delincuencia dependía, entre otros factores, de los sistemas políticos o económicos de los países interesados. En las comunidades en que la población hacía sentir grandemente su influencia en el ejercicio de la autoridad pública, había una mayor armonía entre la legislación y administración de justicia, por una parte, y el sentir general.

· El desarrollo económico constituye la preocupación primordial de los países en desarrollo.

· En los estudios sobre prevención del delito debía intervenir y colaborar en mayor grado antropólogos, sociólogos, psicólogos y funcionarios de sanidad.

C. Acción preventiva en la comunidad (especialmente la planificación y ejecución de programas médicos, de policía y sociales). Las principales consideraciones de este tercer tema fueron:

· En la formulación de políticas y programas encaminados a favorecer el mejoramiento general de las condiciones de vida y a prevenir directamente la delincuencia, conviene tener presente las particularidades y las necesidades de cada región.

· El factor mental desempeña un papel importante en la criminalidad. El médico, sobre todo el psiquiatra debe tener una formación de psiquiatra forense.

· El médico debe formar parte de los equipos de trabajo, integrado por juristas, sociólogos, psicólogos y asistentes sociales, con lo que se llegará a comprender mejor la conducta de los individuos en sus aspectos patológicos, neurológicos, psicológicos, sociológicos, culturales, etc.

· La acción preventiva es la misión primordial de la policía.

· La participación de la policía en la prevención, se da especialmente mediante la creación de servicios de orientación y recreativos, y también con medidas de información.

D. Medidas de lucha contra la reincidencia. Se plantearon las siguientes consideraciones más importantes:

· La mayoría de países dieron cuenta de tasas crecientes de reincidencia, en función del regreso a establecimientos penales de individuos que han cumplido condena anteriormente.

· Se discutieron ciertas medidas encaminadas a reducir la prisión provisional, y se estimó que convenía realizar experimentos de esta índole con miras a que la concesión de libertad al acusado no se hiciese depender de consideraciones económicas.

· Se observó que en muchos países existía una disparidad injustificada en las sentencias, que repercutía adversamente en los esfuerzos por reducir la reincidencia.

· Se reconoció la conveniencia de que los tribunales, al desempeñar su difícil misión de administrar una justicia racional e imparcial, se guiarán por los resultados de estudios de investigación encaminados a descubrir los efectos de las diferentes sentencias en los diversos grupos de delincuentes.

E. Régimen de prueba (de los adultos en especial) y otras medidas no institucionales: Los principales aspectos de este quinto tema fueron:

· El régimen de prueba, en sus diversas formas, conlleva una medida de tratamiento cuya aplicación es de índole muy flexible, merced al cual el delincuente es devuelto a la sociedad sin recurrir a los métodos tradicionales de corrección.

· En la selección de los delincuentes para su colocación en un régimen de prueba, la autoridad enjuiciadora debe guiarse por una investigación previa a la sentencia sobre la personalidad del reo, su medio familiar y social, su historia de trabajo y otros datos sobre su susceptibilidad a este régimen.

· Se sugirió que la investigación previa a la sentencia debía ser llevada a cabo por unidades especiales de diagnóstico y no por los funcionarios del régimen de prueba.

· Se informó que un sistema combinado de multas y de régimen de prueba había resultado eficaz en el Japón.

· El empleo fuera de la prisión, basado en la idea de la rehabilitación mediante el trabajo, se estimó que podía constituir una forma especialmente útil de sanción penal, de carácter intermedio entre la multa y la privación de la libertad.

F. Medidas especiales de prevención y de tratamiento para los adultos jóvenes. Los principales puntos tratados fueron:

· Las definiciones del término “adulto joven” diferían considerablemente en los diversos países.

· Se criticó el empleo de medidas institucionales tradicionales para el tratamiento de los adultos jóvenes, y que debían elaborarse métodos que permitan resolver  el problema de esta delincuencia en el seno de la comunidad.

· En relación con el régimen de prueba en los delincuentes jóvenes, se insistió en que se recurriese con más frecuencia a los servicios de personal voluntario.

· Cualquiera fuese el tipo de establecimiento y la duración del período de detención, se consideró esencial que los programas fuesen de carácter educativo, formación para el trabajo, debates en grupo, etc. Y no de carácter punitivo.

4. CUARTO CONGRESO DE LAS N. U. SOBRE PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE:
Se llevó a cabo en la ciudad de Kyoto-Japón, del 17 al 26 de agosto de 1970. El tema general del Congreso fue el Delito y Desarrollo, abarcando el programa siguiente:
A. Políticas de defensa social en relación con la planificación del desarrollo, cuyas principales conclusiones fueron:
A.1 La planificación de la defensa social debe ser parte integrante de la planificación nacional. No puede emprenderse con eficacia la prevención del crimen y el tratamiento del delincuente a menos que estuvieran estrecha e íntimamente vinculados con las condiciones sociales y económicas.
A.2 Para asegurar una planificación eficaz, deben tomarse las medidas adecuadas en lo relativo a información (datos estadísticos fidedignos y amplios), personal capacitado en toda la gama de disciplinas involucradas y en todos los organismos gubernamentales participantes y dinero.
A.3 La planificación para la defensa social debería orientarse hacia una prevención más eficaz del delito.
B. Participación del público en la prevención del delito y la lucha contra la delincuencia. Entre las principales conclusiones de este tema tenemos a las siguientes:
B.1 En los programas de defensa social de cada país deberían participar los grupos de la comunidad en todas las etapas de la planificación y de su ejecución para la mejor protección de la comunidad contra el delito.
B.2 Los esfuerzos de los grupos de la comunidad deberían considerarse como una parte integrante de todos los esfuerzos de prevención del delito y de la delincuencia, y no un mero suplemento de ellos.
B.3 Una variedad adecuada de ciudadanos y grupos de ciudadanos deberían participar en las actividades de defensa social, incluidos grupos tales como jóvenes, los tutelados, etc.
C. Las Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos y las últimas innovaciones en el campo correccional.
D. Organización de la investigación para la formulación de políticas de defensa social.
5. QUINTO CONGRESO DE LAS N. U. SOBRE PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE:
Este Congreso que debería tener lugar en Toronto cambió su sede pocos días antes de su inicio a la Ciudad de Ginebra-Suiza, en las fechas del 1 al 12 de setiembre de 1975. El programa del congreso abarcó los siguientes temas:

A. Cambios en las formas y dimensiones de la delincuencia transnacional y nacional. Incluyó los siguientes puntos:
· El delito como negocio en los planos nacional e internacional: delito organizado, delito financiero y corrupción.
· delitos que afectan a las obras de arte y a otros bienes culturales.

· Delincuencia vinculada con el alcohol y el uso indebido de estupefacientes.
· Violencia interpersonal.

· Violencia de alcance transnacional.

· Delincuencia vinculada con el tráfico motorizado.
· Delincuencia vinculada con la migración y con la huida de desastres naturales y hostilidades.

· Delincuencia femenina.

· Pronóstico del delito y de los problemas de lucha contra la delincuencia.

B. Legislación penal, procedimientos judiciales y otras formas de control social en la prevención del delito.
C. El tratamiento del delincuente bajo custodia o en la comunidad, con especial referencia a la aplicación de las Reglas Mínimas para el tratamiento de los reclusos aprobadas por las Naciones Unidas.
D. Consecuencias económicas y sociales del delito: nuevos estímulos para la investigación y planificación.
E. El problema de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes en relación con la detención y el encarcelamiento.
6. SEXTO CONGRESO DE LAS NN. UU. SOBRE PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE:
Este certamen se llevó a efecto por primera vez en un país en desarrollo, en la ciudad de Caracas, Venezuela, del 25 de agosto al 5 de setiembre de 1980. El temario de este Congreso fue el siguiente:
A. Tendencias del delito y estrategias para su prevención.
B. Justicia de menores: antes y después del comienzo de la vida delictiva.

C. Delito y abuso de poder: delitos y delincuentes fuera del alcance de la ley.

D. Desinstitucionalización de la corrección y sus consecuencias para el preso que sigue encarcelado.

E. Normas y directrices de las Naciones Unidas en materia de justicia penal: del establecimiento de normas a su aplicación y cuestión de la pena capital: Dentro de este temario se plantearon una variedad de consideraciones por los participantes, tanto sobre la justicia penal como sobre la pena de muerte.
F. Nuevas perspectivas de la prevención del delito y la justicia penal en relación con el desarrollo: el papel de la Cooperación Internacional.

7. SEPTIMO CONGRESO DE LAS N. U. SOBRE PREVENCIÓN DEL DELITO Y TRATAMIENTO DEL DELINCUENTE:

Este evento se ha efectuado en la Ciudad de Milán, Italia, entre agosto y setiembre de 1985. Los principales temas del programa fueron:
A. Nuevas dimensiones de la delincuencia y la prevención del delito en el contexto del desarrollo: retos para el futuro.

B. Sistemas y perspectivas de la justicia penal en un mundo cambiante.

C. Juventud, delincuencia y administración de justicia.

D. Víctimas del delito.

E. Formulación y aplicación de directrices y normas de las Naciones unidas en materia de justicia penal.

Panorama del Derecho Penitenciario
DENOMINACIÓN Y CONCEPTO DEL DERECHO PENITENCIARIO

En cuanto a la nomenclatura de esta disciplina jurídica podemos señalar que existen criterios importantes que se inclinan por denominarlo DERECHO PENITENCIARIO, tal como lo llamara Giovanni NOVELLI (1881-1943) su principal impulsor y difusor; Marino LAHURA; Constancio BERNALDO DE QUIROZ; Ricardo ZAPATERO, entre otros. Sin embargo debemos anotar que al lado de dicho nombre se intercalan también otras denominaciones como las de DERECHO EJECUTIVO PENAL Por Luís Jiménez de Asúa e Italo Luder, DERECHO PENAL EJECUTIVO por Eduardo Pérez Ferrer y DERECHO DE EJECUCIÓN PENAL por J. J. Bustamante y J. Altmann, consideradas como sinónimas de DERECHO PENITENCIARIO.

Frente a tales ideas existen otros puntos de vista que siguen apreciándose divergentes en el sentido de señalar diferencias entre Derecho Penitenciario y Derecho de Ejecución Penal, afirmando que esta segunda se refiere a la normatividad ejecutiva de todos los tipos de penas y medidas de seguridad, en tanto que el Derecho Penitenciario tan sólo estudiaría lo relativo a las normas jurídicas que regulan la ejecución de penas y medidas privativas y restrictivas de la libertad. Esta apreciación es sostenida por Eugenio CUELLO y repetida por J. C. GARCIA B., Sergio GARCIA R., entre otros autores.

Según esta tendencia diferenciadora, el DERECHO DE EJECUCIÓN PENAL o Derecho Penal Ejecutivo o Derecho Ejecutivo Penal tiene un campo más amplio que el referente al derecho Penitenciario, ya que incluye a todas las penas, mientras que la última sólo abarca las penas y medidas privativas y restrictivas de libertad.

Al margen de los fundamentos en pro o en contra de esta disyuntiva en la denominación más adecuada, según la diversidad del contenido temático que abarcarían, en este contexto preferimos el nombre de DERECHO PENITENCIARIO con una acepción amplia, ya que no obstante que en la práctica legislativa sistemática se habla de Código de Ejecución penal y no de Código Penitenciario, sin embargo el contenido de las leyes de ejecución penal generalmente abarcan sólo lo relativo a la ejecución de las penas y medidas privativas o restrictivas de la libertad.

Respecto al concepto de Derecho Penitenciario existen diversas ideas que se han desarrollado hasta nuestros días, pero quizá la mayoría de ellas inspiradas en las nociones centrales elaboradas por G. Novelli quien en 1933, en una conferencia sobre la autonomía del Derecho Penitenciario, lo definió  como “El conjunto de normas jurídicas que regulan la ejecución de las penas y las medidas de seguridad, a comenzar desde el momento en que se convierte en ejecutivo el título que legitima la ejecución”.

Tal concepto encuadraba con su punto de vista que consideraba la existencia de un derecho Penitenciario autónomo, con una concepción unitaria de los diversos problemas que supone la ejecución penal, visión que se afirma, según el parecer de Novelli, en dos principios: la individualización de la ejecución penitenciaria, y en el reconocimiento de los derechos subjetivos del condenado.

Narino LAHURA afirmo que el Derecho Penitenciario “tiene por objetivo el cumplimiento de las normas legales y disposiciones jurídicas que regulan la ejecución de la pena en un determinado Estado. Lo integran las normas que dicta el Estado para asegurar el cumplimiento de la sentencia que recibe todo sujeto infractor, tomado como objeto de derecho y reconocido como reo, después de su juzgamiento y sentencia judicial…”

Italo LUDER considera que el derecho Penitenciario es al que luego prefiere denominar Derecho Ejecutivo Penal (1968) “el conjunto de normas jurídicas que regulan la ejecución de las penas a partir del momento en que se convierte en ejecutivo el título que legitima la ejecución”. Agrega además que abarca las normas que regulan la ejecución de las penas y medidas de seguridad y la orientación post penitenciaria; las relaciones entre los sancionados y el Estado, y la organización y actividad funcional de las instituciones destinadas al cumplimiento de las penas.

Juan José GONZALES B. por su parte afirma que el derecho Penitenciario “es el conjunto de normas jurídicas que regulan la ejecución de las penas o medidas de seguridad. Suele también llamársele Derecho de Ejecución Penal, porque presupone la existencia de un fallo condenatorio que tiene que cumplirse como un imperativo legal para dar cumplimiento a las resoluciones judiciales…”

En un trabajo publicado por el Ministerio de Justicia Español se dice que el “conjunto de normas que cada país regulan la ejecución de la pena  de prisión constituye el Derecho Penitenciario vigente en el mismo, y caracterizan al sistema penitenciario que ha de aplicarse por la Administración Pública…”

Eugenio CUELLO platea la diferencia entre Derecho de Ejecución Penal y Derecho Penitenciario concibiendo al primero como el estudio de las normas jurídicas que regulan la ejecución de las penas y medidas de seguridad; mientras que el Derecho Penitenciario es de menor amplitud y se limita a “las normas que regulan el régimen de detención y prisión preventiva y la ejecución de las penas y medidas de seguridad detentivas”, quedando las normas de ejecución de las penas y medidas de seguridad restantes fuera de su jurisdicción.

Julio ALTMANN dice que el “Derecho Penitenciario –que establece la doctrina y las normas jurídicas de la denominada defensa social después de la sentencia- constituye una nueva disciplina, llamada a tener en el futuro una importancia cada vez más considerable. También se le conoce bajo el nombre de Derecho de Ejecución Penal”.

Como se puede apreciar, de las aseveraciones del profesor peruano Julio Altmann se deduce que él fue partidario de considerar como denominaciones equivalentes o sinónimas tanto a Derecho Penitenciario como Derecho de Ejecución Penal.

Roberto PETTINATO empleo la denominación de Derecho Penal Ejecutivo, al cual atribuye el siguiente concepto: “…conjunto de normas positivas que se relacionan a los diferentes sistemas de penas; a los procedimientos de aplicación, ejecución o cumplimiento de las mismas; a la custodia y tratamiento; a la organización y dirección de las instituciones y establecimientos que cumplen con los fines de la prevención, represión y rehabilitación del delincuente, inclusive aquellos organismos de ayuda social para los internados y liberados…”

Sergio GARCIA dice que el Derecho Penitenciario es el “conjunto de normas jurídicas que regulan la ejecución de las penas privativas de libertad…” diferenciándola a su vez del Derecho Ejecutivo Penal que sería el género frente a la especie que constituiría el Derecho Penitenciario.

Entendemos que el derecho Penitenciario es la disciplina jurídica que estudia las normas legales relativas a la ejecución de las penas y medidas de seguridad y de la asistencia post penitenciaria, así como las disposiciones o normas que regulan a los órganos encargados de la ejecución penal, orientadas por los principios de la resocialización del delincuente.

En este concepto tratamos de plasmar el desarrollo alcanzado por este derecho especializado que regula la ejecución de las penas y medidas, mayormente privativas o restrictivas de la libertad, sustentadas por el propósito readaptador o resocializador del delincuente, lo que supone abarcar una amplia temática, desde el Sistema Penitenciario, los regímenes de vida, construcciones de establecimientos penitenciarios, y sobre todo los procedimientos de tratamiento, entre otros puntos. Al lado de estos aspectos básicos que se regulan por el Derecho Penitenciario, es muy importante también la normatividad de las instituciones y órganos encargados de tales menesteres, sean de carácter administrativo como judicial, extendiéndose la regulación legal hasta las acciones de asistencia post penitenciaria.

AUTONOMIA DEL DERECHO PENITENCIARIO

Si bien los orígenes del penitenciarismo tienen sus antecedentes lejanos que se remontan hasta el siglo XVIII, la delimitación de un Derecho Penitenciario autónomo es prácticamente fruto alcanzado en nuestro siglo, en base a la experiencia doctrinaria y la configuración de instituciones penitenciarias importantes dentro de la práctica legal internacional.

Entre los autores que han tenido papel importante para la delimitación de la autonomía de este derecho, destaca Giovanni NOVELLI su principal propulsor, quien en 1930 siendo Director General de los Institutos de Prevención y de Pena en Italia, fundó la RIVISTA DI DIRITTO PENITENZIARIO, y luego en 1931 logró que en la Universidad de Roma se inaugurara la primera cátedra de Derecho Penitenciario. Más tarde en 1933 publicó uno de sus trabajos de más resonancia dentro de esta temática: “La autonomía del Derecho Penitenciario”.

Un evento importante fue el IV Congreso Internacional de Derecho Penal celebrado en Palermo en 1932 y que constituyó un hito sustancial en la autonomía de este derecho al haberse reconocido tal condición luego de una amplia discusión al respecto.

En 1934, Ferruccio FALCHI editó su obra DIRITO PENALE ESSECUTIVO, en la que reconoce la existencia de un derecho penal ejecutivo, aparte del penal y procesal penal.

No obstante que en esos lejanos años se planteaban la autonomía del Derecho Penitenciario por una variedad de penitenciaristas notables, sin embargo frente a ellos se levantaron también críticas opuestas a dicha autonomía, tales como los planteados por Marsichi, Eugenio Cuello, Luís Jiménez de Asúa.

Dentro de esta temática de la autonomía del Derecho Penitenciario se han distinguido la autonomía científica, jurídica y legislativa, conforme lo planteara Novelli:

1. Autonomía científica.- Se fundamenta en la necesidad de ser objeto de investigación y de estudio especializado, sobre todo con las fuentes o aportes de la ciencia penitenciaria que vendría a ser la doctrina científica que le da sustento a esta independencia.

Novelli afirmaba que la “ejecución penal, no mira sólo el cumplimiento de la pena contando los días de detención y haciendo las oportunas anotaciones en los correspondientes registros; ella no vive sólo de formas, se nutre de complejas instituciones, se destaca entre los medios de regeneración de la sociedad y toda esta organización abre el campo a estudios y leyes totalmente ajenas al procedimiento penal”.

2. Autonomía jurídica.- Se manifiesta por el hecho de formular un cuerpo de normas fundamentales y sistemáticas de esta rama del derecho, distinguibles del ordenamiento jurídico penal.

Estas normas regulan las condiciones de la ejecución de las penas, las medidas de tratamiento, regímenes de vida penitenciaria, las funciones de los órganos administrativos y jurídicos.

3. Autonomía legislativa.- Se entiende como la potestad de formular un cuerpo orgánico legal, cuya expresión máxima es precisamente la elaboración del Código de ejecución penal y su reglamento.

Existieron normas aisladas y dispersas dentro del Derecho Penal y en el Derecho de Procedimientos Penales y algunos reglamentos penitenciarios y que sirvieron de germen para la elaboración de una legislación penitenciaria autónoma.

El inicio de un verdadero Derecho Penitenciario con autonomía legislativa lo podemos encontrar recién en 1969, cuando el 15 de abril de dicho año se expide el Decreto Ley Nº 17581 o Unidad de Normas para la Ejecución de Sentencias Condenatorias, que es una estructura legal orgánica y coherente de disposiciones relativas a la ejecución de las penas privativas de libertad en nuestro medio. Dicha norma fue modificada en parte por el decreto Ley 23164 de julio de 1980. Otra norma legal importante lo fue el Decreto Supremo Nº 023-82-JUS o reglamento penitenciario. La cúspide de la autonomía legislativa se ha logrado con la dación del Código de Ejecución Penal el 6 de marzo de 1985. Posteriormente el 31 de julio de 1991 se logró la dación del Nuevo Código de Ejecución Penal, D. L. 654, aprobándose el Reglamento del Código de Ejecución Penal, D. S. Nº 015-2003-JUS el 11 de setiembre del 2003.

CODIFICACIÓN PENITENCIARIA

Sobre la posibilidad de la codificación del Derecho Penitenciario se han dado dos tendencias, los que abogaban por llegar a ese grado de legalidad y los partidarios de lograr sólo un menor nivel de legalidad autónoma. Los partidarios de establecer códigos de ejecución penal, sin embargo han sido también diversos y en los últimos lustros  esta tendencia ha ido contando con más adeptos.

En el Perú, el profesor Carlos A. BAMBAREN fue partidario de esta tendencia codificadora presentando un “anteproyecto del Código de Ejecución Penal” en 1962.

Roberto Pettinato (1968) opinaba en sentido favorable a la codificación, afirmando además que “en muchos países europeos y americanos se han elaborado proyectos de Códigos Ejecutivos de las Penas, aprovechando por lo general las disposiciones reglamentarias ya ensayadas en los presidios y cárceles”

En Latinoamérica son importantes algunos proyectos de Códigos de Ejecución Penal: En Brasil, en el año de 1933 se elaboró el proyecto de “Código Penitenciario de la República”; en 1955 una comisión preparó un anteproyecto de “Código Penitenciario Brasileño”; dos años después en 1957, surgió otro anteproyecto de “Código Penitenciario”; en 1963, Roberto Lyra presentó un anteproyecto de “Código das Execucoes Penais do Brasil”; y, en 1970 el anteproyecto de “Código das Execucoes Penais” de Benjamín Moraes.

En Chile es importante el Proyecto de Código Carcelario y Penitenciario de 1946, elaborado por Julio Olavaria.

En Ecuador el anteproyecto de Código Ejecutivo de las Penas y de Reeducación Social en 1957, por Jorge Cornejo, Manuel Castro y Roberto Pettinato.

En México, el proyecto de Código de Ejecución Penal del estado de Michoacán, por Gilberto Vargas en 1967.

Es destacable también la Primera reunión de expertos para el estudio de los problemas penitenciarios de América latina, organizado por Costa Rica, en 1974, en el que se dedicó el Cuarto Tema a la “estructuración de un Código Penitenciario Tipo para América latina”

En la mayoría de países, si bien no existen código de ejecución penal, se hallan vigente las Leyes Penitenciarias o de Ejecución Penal, que tienen una organización similar a los códigos vigentes; una muestra de ello es por ejemplo la última Ley Orgánica General Penitenciaria de España aprobada el 26 de setiembre de 1979, que incluso ha sido una fuente de información para el primer Código de Ejecución Penal del Perú, sancionado el 6 de marzo de 1985.

A nivel internacional una de las fuentes importantes para las modernas Leyes Penitenciarias y Códigos de Ejecución Penal son las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos de las Naciones Unidas, aprobadas en 1955 y que han sido actualizadas por el Consejo de Europa en 1973.

FUENTES DEL DERECHO PENITENCIARIO

Se considera que la fuente del derecho es aquella que le da existencia o de la que proviene a surge. En otras palabras se entiende como el origen del derecho, que es de diversas clases:

1. Fuentes formales y reales del derecho:

Se consideran diversos criterios sobre su carácter y papel productor del derecho, habiéndose diferenciado en consecuencia variedades de fuentes. Es así que algunos autores hablan de dos tipos de fuentes: formales y reales.-

1.1 La fuente real, viene a ser una especie de origen metajurídico, que se halla más allá del derecho normativo, por cuanto es el que da origen en el sentido más exacto del término al derecho. Se dice que está conformado por los hechos sociales y juicios de valor, costumbres, que van a adquirir carácter obligatorio coercitivo cuando son normativizados por los órganos competentes del Estado.

1.2 La fuente formal, se halla constituida por las distintas reglas o normas jurídicas que regulan el comportamiento de los miembros de una comunidad determinada, teniendo carácter imperativo, siendo obligatorias.

También se las suele diferenciar en fuentes de producción y fuentes de conocimiento.

· La fuente de producción del derecho se considera que se halla en la voluntad o el poder que dicta o da las normas jurídicas y que generalmente se identifica como el Estado en sentido genérico. Al respecto Italo LUDER afirma “que para el derecho ejecutivo penal el Estado es la fuente de producción por intermedio de sus órganos componentes”.

· Las fuentes de conocimiento están constituidas por las normas positivas, esto es leyes, decretos leyes, decretos legislativos, entre las de mayor jerarquía.

Las fuentes formales y fuentes del conocimiento realmente son las mismas, y dentro del campo penal sobre todo considerando el principio de la legalidad, la principal o a veces única fuente formal es la LEY.

Se dice también que la ley es la fuente INMEDIATA más importante del derecho penal y que las fuentes MEDIATAS como la costumbre, jurisprudencia, doctrina y principios generales del derecho, no serían realmente fuentes para el derecho penal, sobre todo por el principio de la legalidad.

2. Las fuentes del derecho penitenciario:

La delimitación de las fuentes formales o de conocimiento del derecho penitenciario no tiene una precisión uniforme en la visión de los diversos tratadistas, sobre todo por el problema de la negación de su autonomía, que fue muy notoria hace medio siglo atrás.

Constancio Bernardo de Quirós decía hace más de tres décadas atrás que las fuentes del Derecho Penitenciario eran la Constitución Política del Estado, el Código Penal, las Leyes ejecutivas, los Reglamentos institucionales, las Resoluciones administrativas y las Costumbres carcelarias.

Evidentemente que el señalar al Código Penal como fuente importante del Derecho Penitenciario era una interpretación de la realidad legal de muchos países, incluso del nuestro, que en ese entonces (1953) no contaban ni siquiera con una Ley Penitenciaria.

Sin embargo, actualmente en que un mayor número de países tienen Códigos o Leyes Orgánicas Penitenciarias, las fuentes formales de este derecho tienen a su vez una mayor delimitación e independencia de las normas o cuerpos legales de carácter penal o procesal penal.

Creemos que las fuentes principales del Derecho Penitenciario son las leyes penitenciarias, las mismas que tienen una delimitación que sale claramente del marco penal y procesal penal.

A. La legislación como fuente formal inmediata: Dentro de las leyes, como fuentes formales del Derecho Penitenciario, debemos considerar una prelación desde la norma constitucional, los códigos o leyes penitenciarias, los reglamentos generales y reglamentos carcelarios particulares.  Al respecto se señala que los ordenamientos jurídicos se estructuran en una gradación de normas de diferente jerarquía.

Se afirma también que la materia penitenciaria tiende a sustraerse de los códigos penal y procesal y a tener ordenamientos especiales. Ahora las normas penitenciarias se piramidal, con base en la Constitución, luego en escalones sucesivos de Códigos o Leyes de ejecución, en los reglamentos generales y las decisiones administrativas.

a. La Constitución.- Es la que fija los principios del ordenamiento jurídico, como norma suprema, a la que deben ajustarse todas las demás fuentes legales.

Italo Luder decía refiriéndose a la Argentina, que el “artículo 18 de la Constitución Nacional, establece que las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los detenidos en ella, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que ella exige, hará responsable al juez que la autorice”.

Así mismo el artículo 252 de la Constitución Española fija determinados lineamientos penitenciarios.

La actual Constitución peruana, en su artículo 233 señala “Son garantías de la administración de justicia: El derecho de los reclusos y sentenciados a ocupar establecimientos sanos y convenientes.

En su artículo 234 estipula: “El régimen penitenciario tiene por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad, de acuerdo con el Código de Ejecución Penal”.

Del texto de la norma constitucional peruana, relativa al derecho penitenciario se desprende que sigue una tendencia humanista y resocializadora, que orienta y guía la normatividad penitenciaria.

b. Código de Ejecución Penal y Leyes Penitenciarias.- Son fuentes básicas, luego de las normas constitucionales, que nutren al Derecho Penitenciario nacional. 

Antes del año 1969, en el Perú la fuente legal penitenciaria principal era el Código Penal de 1924, que en una serie de disposiciones contenía regulaciones concernientes a la ejecución penal; otra ley de nivel similar que tenía algunas disposiciones penitenciarias lo fue el Código de Procedimientos Penales.

Posteriormente el 6 de marzo de 1985 nuestra patria cuenta con su primer Código de Ejecución Penal, dado por Decreto Legislativo Nº 330. Actualmente tenemos el Decreto Legislativo Nº 654 dado el 31 de julio de 1991 que reglamenta el Nuevo Código de Ejecución Penal

c. Reglamentos generales y especiales de carácter penitenciario.- Son normas emanadas del Poder Ejecutivo, conforme al artículo 211 de la Constitución Política del Perú, que en el inciso 11 estipula: “Ejercer la potestad de reglamentar las leyes sin transgredir ni desnaturalizarlas; y, dentro de tales límites, dictar decretos y resoluciones”.

En el caso del Código de Ejecución Penal vigente, norma básica que regula los lineamientos de la ejecución penal, se ha reglamentado mediante D. S. Nº 015-2003-JUS el Reglamento del Código de Ejecución Penal el 9 de setiembre del 2003, que es otra de las fuentes inmediatas del Derecho Penitenciario Nacional.

También están dentro de las fuentes de conocimiento del derecho Penitenciario, los Reglamentos carcelarios particulares o especiales, que regulan en forma más específica y concreta los aspectos más individualizados que supone el proceso de la ejecución penal, sin transgredir el Reglamento general, ni el Código de Ejecución Penal ni los principios constitucionales que orientan al sistema penitenciario peruano. De esta naturaleza similar son las Resoluciones Supremas y Resoluciones Ministeriales sobre aspectos penitenciarios.

B. Las fuentes mediatas del derecho penitenciario: Se considera en la teoría de las fuentes del derecho a la costumbre, la jurisprudencia, la doctrina y los principios generales del derecho.

a. La costumbre como fuente del derecho penitenciario: Se entiende que la costumbre como fuente del derecho constituye generalmente un conjunto de prácticas repetidas por un tiempo largo dentro de un grupo social determinando, que ha originado en él un sentimiento de aceptación jurídica de dicha práctica. Sin embargo, de acuerdo al principio de la legalidad dentro del campo penal, la costumbre no podría ser invocada como fuente del derecho. 

b. La jurisprudencia: Eduardo Pérez dice que la jurisprudencia como “doctrina legal producida en la uniforme aplicación del precepto legal por los altos tribunales de un país, no es fuente directa del Derecho Penal Ejecutivo o Derecho Penitenciario”. Además se dice que la jurisprudencia es el resultado de la interpretación de una fuente formal del derecho, por tanto no puede ser fuente del derecho si ella misma está basada en una fuente legal formal. Juega si un papel importante como instrumento de interpretación.

c. La doctrina: Al igual que la jurisprudencia no puede ser considerada como fuente del derecho, a lo más de fuente de interpretación o de conocimiento. La doctrina científica, según el parecer de los estudiosos del derecho sólo alcanza a tener una importancia exegética o interpretativa de la normatividad penitenciaria.
Sistema penitenciario
CONCEPTO Y CARACTERES  DEL SISTEMA PENITENCIARIO

Según los criterios de J. C. García y E. Neuman el Sistema Penitenciario “es la organización creada por el Estado para la ejecución de las sanciones penales (penas y medidas de seguridad) que importen privación o restricción de la libertad individual como condición sine qua non para su efectividad”.

El sistema supone organización, estructura coherente, con fines y metas claros, bajo cuyas orientaciones subyacen o pueden primar determinadas teorías o principios penitenciarios.

Julio Attmann señala que en “el terreno penitenciario, sistema es la reunión ordenada de los modernos principios de la Ciencia Penitenciaria aplicados a una determinada realidad, debiéndose considerar factores como el lugar, la época, los medios materiales y culturales del país en donde se le hará funcionar”.

Manuel López Rey dice que el “sistema es el conjunto de reglas, principios y servicios más o menos efectivos cuyo objeto es indicar como debe ser llevado a cabo el fin asignado a la función penal”.

Según estos criterios existen diversidad de sistemas conforme a las características que cada estado imprima a su organización penitenciaria nacional. Esto significa también  que el nivel de desarrollo en la práctica penitenciaria, en determinados países, puede contribuir a una mejor estructura y eficiencia de su sistema penitenciario. Así mismo no sólo basta la existencia de una organización coherente, todo un aparato administrativo penitenciario, sino que para ello es importantísimo contar con el personal idóneo para poner en marcha tal sistema.

En países donde no existe un real sistema penitenciario, ni se cuenta con un mínimo de recursos humanos idóneos, no basta con establecer normas buenas para hacerla efectiva, porque las disposiciones legales de carácter penológico pueden quedar como meros enunciados.

El sistema encargado de la cuestión penitenciaria nacional debe delinear acciones a determinado plazo: corto, mediano o largo plazo, pero para ello no es suficiente la buena intención y el deseo de implantar un conjunto de medidas supuestamente necesarias, si antes no se ha efectuado un DIAGNOSTICO completo de la realidad penitenciaria en sus diversos aspectos, ya que del conocimiento previo en que se encuentra ella, recién se deben señalar los objetivos y metas, así como las medidas  convenientes para efectivizar una política penitenciaria que modifique las estructuras y costumbres carcelarias existentes de carácter negativo. En caso contrario, el desconocimiento, en sus particularidades, de los problemas existentes, puede ser un obstáculo que impida el cumplimiento de un adecuado plan penitenciario nacional que haya obviado el diagnóstico.

En muchas oportunidades se ha planteado e incluso iniciado la denominada reforma penitenciaria peruana. Esto significa que nuestra realidad carcelaria es negativa o bien no existe un adecuado sistema penitenciario. No siempre basta una buena ley para reformar la realidad, si antes no se ha efectuado un diagnóstico integral de dicha realidad y detectado los males y deficiencias que existen, así como analizar si es posible analizar si es posible establecer reformas dentro del actual status penitenciario. Actualmente tenemos a nivel constitucional, normas penitenciarias orientadoras, así como un Código de Ejecución Penal y Reglamento del Código de Ejecución Penal.
Creemos que las medidas o planes adoptados por el Sistema Penitenciario, deben partir inicialmente de un análisis integral de la realidad penitenciaria nacional, tanto en los aspectos materiales (humanos, económicos y de infraestructura), legales y de todos los aspectos ligados a esta problemática, precisando sus objetivos y metas para su logro a corto, mediano o largo plazo.

EL SISTEMA PENITENCIARIO PERUANO
Antecedentes históricos

Podemos considerar dos etapas distintas importantes:

1. Período incaico: En esta etapa prehispánica existieron una serie de normas de carácter consuetudinario que sirvieron para regular la convivencia social entre sus miembros, siendo las disposiciones normativas más conocidas: “no robar”, “no mentir”, “no ser ocioso”, y que según  cita Louis BAUDIN, se incluyen también “no ser asesino” y “no ser libertino”. Estas reglas se caracterizaban por ser generales y el tener vigencia en todo el imperio.
Como en dicho período histórico no existía escritura como la conocida actualmente, las normas y costumbres se transmitían de generación en generación en forma oral, además por intermedio de los quipucamayocs y amautas.
Dadas las características autocráticas del imperio incaico, la principal fuente creadora de tales normas fue el Inca, y para mantener el orden social existían, según datos de los cronistas, diversas sanciones, siendo la más drástica la pena de muerte que se ejecutaba mediante el despeñamiento, el descuartizamiento, la lapidación, entre otras formas.
Se dice también que existieron cárceles o prisiones conocidas con el nombre de “zancay”, en las que eran recluidos los que cometían grandes delitos, los traidores y enemigos del inca; y según las noticias recogidas por los cronistas, las cárceles de los nobles eran más benignas que para los del pueblo.
El “zancay” era una bóveda muy oscura que se hallaba bajo tierra, en ella habían serpientes, tigres, zorros y otros animales feroces, siendo muy conocida la cárcel del Cusco. Algunos autores hablan también  de otro tipo de prisiones, pero consideramos que los datos al respecto no tienen certeza suficiente.
Se cree que la cárcel de AQUIRA, en el departamento del Cusco, que funcionó hasta la primera mitad del siglo XIX, y que se la usó en la Colonia y parte de la República, data del incanato. Al observar M. Paz Soldán dicha prisión, la describió como una cueva natural en un crestón de granito, de aspecto aterrador, su entrada permitía el ingreso de un solo hombre y tenía una puerta de hierro que al cerrarse quedaba tapada como un baúl. Tenía tres cuartos pequeños unidos por un tubo, y en donde un hombre no podía estar de pie. Era muy húmeda y fría, del techo manaba agua y tenía estalactitas; parecía imposible que un hombre pudiera vivir en ella más de doce hora.
2. Período colonial: Ocurren cambios sustanciales con el trasplante de la legislación hispana al Perú. En dicha época se imponían sanciones severas, orientadas hacia el castigo del infractor y nada readaptativa, tales como la pena de muerte, destierro, confiscación de bienes, mutilaciones, azotes, entre otras.
Durante el dominio colonial español se implantó también un nuevo “sistema carcelario”, que se caracterizaba por ser inhumano y cruel, es así que de acuerdo a la ley colonial se conocieron, dentro del aspecto carcelario, hasta cuatro tipos de prisiones: Una de nobles, otra eclesiástica o de corona, la cárcel de la inquisición y la cárcel común, de conformidad a las costumbres sociales de la época y al predominio de la religión católica que llegó a tener participación en la cuestión penal y carcelaria.
El estado de las cárceles comunes, que fueron las más numerosas, fue realmente inhumano y denigrante por las condiciones de vida dentro de ellas y por los castigos a los que eran sometidos los internos, además de que ellos tenían que subvenir a sus necesidades de alimentación y otras, ya que incluso para la edificación de tales cárceles se decía en la ley de 1578, que fueran “sin costa de nuestra Real Hacienda…”. La privación de la libertad del delincuente común se ejecutaba generalmente en locales estrechos y antihigiénicos, que carecían de las más elementales normas de salud, y mayormente los presos dormían en el suelo.
Evolución Penitenciaria en la República
En este período ha ocurrido una evolución lenta de la organización penitenciaria nacional, y muchas veces los avances han sido más a nivel de normas o leyes que no han estado correlacionados con una plasmación real o fáctica.
Dentro de esta fase republicana consideramos que el desarrollo penitenciario ha pasado por diversos períodos que podemos diferenciarlos según el grado de organización del sistema penitenciario, en cuatro etapas: asistemática, pre sistemática, cuasi sistemática y sistemático normativa.

· PERIODO ASISTEMATICO: Etapa que abarca desde la independencia (1821) hasta el gobierno de José Rufino Echenique (1854). En este período predominó la carencia de organización integral de la cuestión penitenciaria nacional. Sólo se dieron algunas normas aisladas todavía incipientes, relativas a esta problemática.

- El primer reglamento carcelario lo dio Torre Tagle y fue expedido el 23 de marzo de 1822. En él se disponía que el reo fuera sacado de su celda, una hora en la mañana y otra en la tarde para que pudiera respirar al aire libre y hacer sus necesidades fisiológicas. Dispuso también la separación de hombres y mujeres, de menores  y de adultos.
- En el gobierno de Agustín GAMARRA, por Decreto Supremo del 4 de octubre de 1832, se eliminó el derecho de carcelería vigente desde la colonia, disponiéndose la mantención de los reclusos por las municipalidades.


- En el primer gobierno del Mariscal Ramón Castilla, el 1º de julio de 1850 se dio el reglamento del presidio del Cusco, que contenía disposiciones importantes sobre el trabajo de los reclusos, con carácter de obligatorio, estando exceptuados los menores de 14 años, los mayores de 60 y los enfermos. Así mismo se normó sobre la clasificación de los penados.
· ETAPA PRE SISTEMATICA: Abarca el período que podría señalarse iniciado en 1855, con el segundo gobierno de Ramón Castilla, hasta el año 1923.
- En el gobierno anterior se había encomendado a Mariano Felipe PAZ SOLDAN (1853) el estudio de las penitenciarías norteamericanas, quien a su retorno presentó un informe (24 NOV. 1853), donde luego de exponer el sistema penitenciario norteamericano, planteaba una serie de proposiciones para el país, como la construcción de dos penitenciarias, una en Lima y otra en el Cusco, recomendando también el régimen auburniano, en boga en ese entonces, además de dar una visión del estado degradante de las cárceles peruanas de la época.
- Mediante Decreto Supremo del 20 de octubre de 1855, dado por el Mariscal CASTILLA, se dispuso la construcción de la Penitenciaria de Lima, en base al informe de Paz Soldán. Esta prisión fue inaugurada el 23 de julio de 1862, habiéndose dictado su primer reglamento el 12 de enero de dicho año, pero entró en vigencia en setiembre de 1863, adoptando el régimen auburniano.
- En 1863 se dio el Código Penal Peruano, que en sus artículos 71 al 75 estipulaba lo concerniente al régimen de prisiones.
- En el gobierno de José BALTA, por D. S. del 31 de enero de 1870 se creó la Junta de Inspección y administración de la Penitenciaria de Lima.
- El 9 de abril de 1892, siendo presidente Remigio MORALES BERMUDEZ, se inauguró la Penitenciaría Central y Cárcel Departamental de Mujeres, en base al D. S. del 4 de noviembre de 1891 que había autorizado su creación, a sugerencia de Sor Ermelinda Carrera quien fue su primera directora. Esta primera cárcel de mujeres funcionó en un local antiguo del ex convento de Santo Tomás. 
- Durante el gobierno de E. LOPEZ DE LA ROMAÑA, el 11 de mayo de 1901, se dio un nuevo reglamento de la Penitenciaria de Lima, que constituyo un retroceso, pues en él se autorizaba el uso de la coca como premio y se estatuía como castigo el “baño de lluvia”.
· ETAPA CUASI SISTEMATICA: Que se inicia en 1924, con la dación del Código Penal de dicho año, y que introdujo notables reformas, no solo en el aspecto penal sino también en el penitenciario.
En este periodo que se prolongó hasta 1968, se inició una tendencia hacia la organización carcelaria de manera más integral y a nivel nacional, aunque no se logró un desarrollo efectivo como pudo avizorarse al inicio.
- En el año de 1927, durante el gobierno de Augusto B. Leguía se creó  la INSPECCIÓN GENERAL DE PRISIONES, de conformidad con lo estipulado en el artículo 136 del Código Penal de 1924, bajo cuya dirección recayeron todos los establecimientos carcelarios del país, siendo su primer director (Inspector General) el doctor Augusto LLONTOP, quien dio inicio a importantes acciones en el ámbito penitenciario del Perú. Es así que por D. S. 70 del 12 de febrero de 1927 se creó la Escuela de Vigilantes, que funcionó pocos años. Así mismo se crearon la Sección de Estadística Penitenciaria, el Servicio de Identificación Dactiloscópica y el “Boletín de Criminología” como órgano de la Inspección General de Prisiones, que se editó desde julio de 1927 hasta diciembre de 1932.
- En dicho año de 1927 también Víctor M. VILLAVICENCIO publicó el libro LA REFORMA PENITENCIARIA EN EL PERÚ.

- Posteriormente, el 26 de marzo de 1928, el doctor Bernardino LEÓN Y LEÓN se encargó de la Inspección General de Prisiones, quien dio mayor impulso a las innovaciones penitenciarias en el país. Entre ellas está el cambio de nombre de Inspección a DIRECCIÓN GENERAL DE PRISIONES, habiendo sido designado el mismo León y León el 1º de enero de 1929, Director de la misma. El 14 de enero de dicho año se dio el Reglamento de Clasificación de Conducta de los penados. En  febrero de 1929 se creó y se dio el Reglamento del “Instituto de Criminología”, estatuido por el Código Penal de 1924, aunque no tuvo una existencia efectiva. 
- El 16 de agosto de 1937, mediante D. S. Nº 97 se dictó un nuevo Reglamento de la Penitenciaría Central de Lima, que reemplazó al de 1901, superando notoriamente al derogado.
En el año de 1942 se publicó el trabajo DERECHO PENITENCIARIO Y EJECUCIÓN PENAL EN EL PERÚ, por Marino Lahura, constituyendo uno de los primeros aportes en la literatura penitenciaria nacional. En 1943 se crea la cátedra de Ciencia Penitenciaria en la Sección Doctoral, especialidad de Ciencias Penales, de la Facultad de Derecho en la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, habiendo sido su primer profesor el doctor Carlos Bambaren.
Siendo Director de Prisiones Gabriel Seminario Helguero, mediante D. S. del 2 de junio de 1944 se abrió la “Escuela de Vigilantes” que sólo funcionó hasta diciembre de 1945. Posteriormente, el mismo Gabriel Seminario publicó NOTAS SOBRE LA REFORMA DEL REGIMEN PENAL EN EL PERÚ, en 1945.
Hubo importantes logros significativos en materia penitenciaria, siendo una de ellas la creación de la Colonia Penal Agrícola de El Sepa en 1951, así como de la inauguración de la nueva Cárcel de Mujeres en 1952.
En el primer gobierno del arquitecto Fernando Belaúnde (1963-1968) se produjeron algunos cambios en la realidad penitenciaria del Perú.  Se elaboró un Plan de Reforma progresiva de los establecimientos penales. Se construyó en Lima el Centro Penitenciario de Lurigancho, se dispuso la construcción del Centro Penitenciario de Ica (“Cachiche”) inaugurado en 1967, y se inició la construcción de la cárcel  de Quenqoro en el Cusco.
· ETAPA SISTEMATICO NORMATIVA: Período que se inició en 1969 durante el gobierno militar del General Juan Velasco, y que se caracterizaba por un grado de desarrollo avanzado del sistema penitenciario nacional, por la dación de normas importantes que dieron origen  a la autonomía  legislativa del Derecho Penitenciario Peruano y que significó un avance sustancialmente de tipo legal, esto es de carácter formal en cuanto a la organización encargada de orientar la problemática penitenciaria del país.
- Con Decreto ley 17519, ley orgánica del Ministerio del Interior, se estatuyó que la Dirección General de establecimientos Penales de ese entonces, formaba parte de la estructura de dicho Ministerio.
El 15 de abril de 1969 se expidió el D. L. 17581, que fue la primera expresión legal autónoma para construir un Derecho Penitenciario moderno que sirviera de sustento legal a un efectivo y avanzado Sistema Penitenciario peruano. Igualmente importante fue el D. S. 063-69-IN que reglamentó la redención de penas por el trabajo de los reclusos, estatuido en el D. L. 17581.
Por Resolución Ministerial Nº 0332-73-IN-EP del 21 de agosto de 1973 se creó el Centro de Formación y Capacitación Penitenciaria (CEFOCAP), que luego de varios años de actividad estuvo clausurado entre 1977 y 1980.
Mediante D. L. 23103 del 2 de julio de 1980 se reapertura el Ministerio de Justicia, incluyéndose dentro de su estructura organizativa a la Dirección General de Establecimientos Penales.
- Durante el segundo gobierno de Belaúnde se dio el Decreto Legislativo Nº 117 del 12 de junio de 1981 o Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, que incluyó como órgano de dicho Ministerio a la Dirección General de Establecimientos Penales y Readaptación Social.
Decreto Supremo Nº 025-81-JUS del 29 de setiembre de 1981, que reglamentó la redención de penas por el trabajo y el estudio estipulados por el D. L. 23164 que había modificado al 17581.
Decreto Supremo Nº 023-82-JUS de marzo de 1982 por el que se dio el “Reglamento Penitenciario”, que fue un documento legal amplio y detallado, y que recogía los adelantos de la Ciencia Penitenciaria, pero que sólo tuvo vigencia legal mas no real en su trienio de existencia.
El Sistema Penitenciario Vigente y el Instituto Nacional Penitenciario

Nuestro vigente Sistema Penitenciario posee una estructura u organización autónoma, con funciones que le permiten poder efectuar cambios efectivos en la realidad penitenciaria existiendo un conjunto de normas legales que dan sustento y posibilidad en los momentos actuales, para diseñar un sistema penitenciario coherente y avanzado en nuestro medio.
La Pena en el Código Penal 

Concepto de pena 

El concepto de pena se plantea, en principio, como un concepto formal. Pena es el mal que impone el legislador por la comisión de un delito al culpable o culpables del mismo. Con esta definición no se dice  nada, sin embargo, sobre cuál es la naturaleza de ese mal o por qué o para qué se impone. La respuesta a estas cuestiones es uno de los problemas más discutidos de la Ciencia del Derecho penal y la polémica desborda incluso los límites jurídicos, para convertirse en un tema de interés general para otras ciencias, Sociología y Filosofía principalmente.

Si se quiere conseguir claridad en este asunto, debería distinguirse desde el principio tres aspectos de la pena: La justificación, su sentido y su fin. Mientras que con respecto al primer aspecto puede decirse que existe unanimidad, no ocurre lo mismo con respecto a los otros dos.

La pena se justifica por su necesidad como medio de represión indispensable para mantener las condiciones de vida fundamentales para la convivencia de personas en una comunidad. Sin la pena la convivencia humana en la sociedad actual sería imposible. Su justificación no es, por consiguiente, una cuestión religiosa ni filosófica, sino una amarga necesidad.

Fines de la Pena en el Código Penal 

(ART. IX del título preeliminar)

a. Preventiva 

b. Protectora 

c. Resocializadora

LA PENA Y SUS FINES EN LA LEGISLACIÓN PERUANA 
Los últimos procesos de reforma tienden, precisamente, a hacer de la pena un instrumento de resocialización, sin abandonar su aspecto retributivo y preventivo general. En el Código de Ejecución Penal, se dispone que la "ejecución de las penas y medidas privativas de libertad tienen por objeto la reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad" art. II del título preliminar. 

En el plano práctico, conduce a un "derecho penal" en que las personas devienen en objeto de manipulación en las manos de un Estado todopoderoso. Para evitar este grave peligro, no basta, como lo creía Maúrtua, contar con un sistema penitenciario organizado con la perfección necesaria. La experiencia de los últimos años en el mundo demuestra lo contrario. De allí que en países como Suecia, donde se han realizado serios esfuerzos para aplicar los métodos de tratamiento más avanzados, exista una fuerte corriente dirigida a reforzar un sistema penal basado en el reconocimiento de la capacidad de culpabilidad y de  responsabilidad de las personas.

En el código penal peruano, se determinan los fines de la pena, que deben ser cumplirse en diferentes esferas. La prevención será a cargo de Sistemas de Prevención del delito, desde los jóvenes, medidas legislativas y una buena y determinante participación de la Policía Nacional. En cuanto a la protección está a cargo del Poder Judicial y los Sistemas jurisdiccionales al imponer pena a los infractores y delincuentes que pueden causar algún daño a la sociedad, a parte de la función de "castigo" la pena servirán para proteger a la sociedad de individuos con tendencias delictuosas. En cuanto a la resocialización, estará a cargo del Instituto Nacional Penitenciario (INPE), quienes mediante medidas que ejecute en sus centros penitenciarios intentar conseguir la resocialización de los internos.

El Contexto Político de la Reforma. El artículo 139.22 de la Constitución Peruana de 1993 y el art. II del Título preliminar del Código de Ejecución Penal establecen que el fin de las penas es la “reeducación, rehabilitación y reincorporación del penado a la sociedad”. 

La distancia entre este mandato constitucional y la actual configuración del ordenamiento penitenciario y la realidad de las prisiones es sideral, por lo que urge emprender un extenso movimiento de reforma que acomode el sistema penitenciario en su conjunto no ya solo a la resocialización del penado, sino a que la pena privativa de libertad se ejecute en condiciones compatibles con la dignidad de la persona y en el marco jurídico propio del Estado de Derecho. Este último objetivo debe considerarse prioritario, en cuanto que resulta una condición previa a toda política reeducadora.

Antes de analizar las principales carencias del ordenamiento y la realidad penitenciaria conviene realizar una serie de consideraciones, bastante obvias por lo demás, tendientes a subrayar los obstáculos políticos y sociales con los que puede encontrarse la reforma. Incluso en países con alto grado de cultura constitucional y de respeto a los derechos humanos la mejora de las prisiones y la humanización del régimen penitenciario suelen encontrar un fuerte rechazo social, ya que se trata de realizar una política pública que favorece precisamente a ciudadanos que han infringido las normas más básicas de convivencia. El que la conducta delictiva se desencadene en muchos casos debido a problemas sociales y económicos es algo que se suele olvidar en este momento, lo que resulta por otra parte comprensible si se piensa que muchas de las víctimas pertenecen al mismo estrato social del agresor. Siempre existirá por tanto una parte más o menos importante de la sociedad que piense que los recursos públicos deben asignarse a otros fines prioritarios. Este problema, con el que toda reforma debe contar, es de prever que se agudice considerablemente en Perú.

HISTORIA DEL INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO

Los antecedentes históricos del INPE relatan que por fin, el artículo 26 del Código Penal de 1924, recoge la opinión de los entendidos en la materia al establecer la creación de la Inspección General de Prisiones. Esta institución se encargaría a partir de esa fecha de la dirección de todos los establecimientos carcelarios del país, siendo su primer director (Inspector General) el doctor Augusto Llontop. Tres años después, el 12 de febrero de 1927, el Decreto Supremo Nº 70 crea la Escuela de Vigilancia, dando paso al funcionamiento del Servicio de Identificación Dactiloscópica como órgano de la Inspección General de Prisiones, y la publicación del Boletín de Criminología, revista que dejó de circular el año 1992.

El 26 de marzo de 1928, el Dr. Bernardino León y León asume la dirección de la Inspección General de Prisioneros. Se pone en marcha grandes reformas al sistema penitenciario, como por ejemplo, el cambio de nombre por el de Dirección General de Prisiones. El 14 de enero de 1929 se dicta el Reglamento de Clasificación de Conducta de los Penados; y en febrero se da a conocer el Reglamento del Instituto de Criminología.

Los años subsiguientes evidenciaron un abandono del tema penitenciario, hasta que el 16 de agosto de 1937, mediante D.S. Nº 97 se dicta un nuevo reglamento de penitenciaría de Lima. Siete años después, el 2 de junio de 1944, se abre la Escuela de Vigilantes que funcionó hasta mediados de diciembre de 1945.

Los vaivenes del sistema penitenciario son de conocimiento del entonces presidente de la República Luís Bustamante y Rivero, quien el 12 de marzo de 1946 ordena el funcionamiento de la Escuela de Personal Auxiliar de los Establecimientos Penales y de Tutela, institución que tuvo vigencia hasta diciembre de 1948. La administración Bustamante reorganiza los servicios médicos en los establecimientos penales y de tutela, elabora la ficha psico-física de reclusos y tutelados, crea el servicio social para esos centros, e inicia las investigaciones de las condiciones antropológicas y sociales de la penitenciaría, entre otras medidas. Pero, muchas de esas disposiciones quedaron truncas, como consecuencia del golpe de estado.

En 1951 se crea la colonia penal agrícola El Sepa. Años después, el primer gobierno del presidente Fernando Belaunde Terry construye el Centro Penitenciario de Lurigancho, en Lima, e inicia la construcción del Centro Penitenciario de Ica (Cachiche) y la cárcel de Quenqoro, en el Cusco. Por Resolución Suprema Nº 211 del 13 de mayo de 1965, se establecen los estatutos para la creación del Centro de Capacitación Penitenciaria, que funcionó hasta setiembre de 1968.

Luego, el gobierno del General Juan Velasco Alvarado, dicta dispositivos legales referentes al derecho penitenciario peruano, y por Decreto Ley 17519 establece que la Dirección General de Establecimientos Penales forme parte de la estructura del Ministerio del Interior.

Durante ese mismo gobierno se crea el Centro de Formación y Capacitación Penitenciaria (CEFOCAP), con la finalidad de formar agentes penitenciarios. Sería después el siguiente gobierno militar, esta vez el de Francisco Morales Bermúdez que, de conformidad con lo establecido en la Constitución de 1979, reapertura el Ministerio de Justicia, incluyendo en su estructura a la Dirección General de Establecimientos Penales.

En el segundo gobierno del arquitecto Fernando Belaunde Terry, a través de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia, se incluye a la Dirección General de Establecimientos Penales y Readaptación Social como uno de los órganos del sector Justicia.

El 06 de marzo de 1985, por Decreto Legislativo Nº 330 se promulga el Código de Ejecución Penal, y por Decreto Supremo Nº 012 del 12 de junio del mismo año se aprueba su reglamentación, dando origen así al INSTITUTO NACIONAL PENITENCIARIO, organismo público descentralizado, rector del Sistema Penitenciario Nacional integrante del Sector Justicia.
El Instituto Nacional Penitenciario (I N P E) como entidad
El Instituto Nacional Penitenciario (INPE) es un Organismo Público Descentralizado del Sector Justicia, rector del Sistema Penitenciario Nacional, con personería Jurídica de derecho público y con autonomía económica, técnica, financiera y administrativa. Forma pliego presupuestario y se rige por el Código de Ejecución Penal y su Reglamento.

Funciones Generales DEL INPE
Son funciones generales del Instituto Nacional Penitenciario, las establecidas en el Código de Ejecución Penal y su Reglamento:

a) Dictar las políticas y normas técnico - administrativas del INPE;

b) Proponer y otorgar los beneficios penitenciarios establecidos en el Artículo 42º del Código de Ejecución Penal;

c) Ejecutar las acciones de Tratamiento Penitenciario;

d) Desarrollar las acciones de Asistencia Post Penitenciaria en coordinación con los gobiernos regionales y municipales;

e) Desarrollar acciones de Tratamiento en el Medio Libre y Penas Limitativas de Derecho; 

f) Llevar el registro de antecedentes de los procesados y sentenciados a Penas Privativas de Libertad y Limitativas de Derechos;

g) Celebrar contratos y convenios con personas naturales o jurídicas; entidades públicas o privadas, nacionales o extranjeras;

h) Desarrollar y promover investigaciones sobre criminalidad, así como elaborar y proponer políticas de prevención del delito y tratamiento penitenciario;

i) Planear, organizar, coordinar, ejecutar, controlar y evaluar la seguridad y servicios especiales del INPE;

j) Administrar los recursos humanos, materiales, económicos y financieros;

k) Ejecutar el Proceso Presupuestal y el Sistema de Contabilidad Gubernamental;

l) Planear, coordinar, ejecutar y evaluar los programas de infraestructura penitenciaria;

m) Adquirir a título oneroso o gratuito, bienes, muebles o inmuebles para el mejoramiento del Sistema Penitenciario Nacional;

n) Constituir las personas jurídicas que sean necesarias de acuerdo a lo establecido en la Ley del Fondo Nacional de Financiamiento de la Actividad Empresarial del Estado;

o) Celebrar Convenios de Cooperación Técnica a nivel nacional e internacional;

p) Las demás que establece el Código de Ejecución Penal y su Reglamento.

Misión.- Contribuir a la administración de justicia cuidando y atendiendo a los procesados, sentenciados y liberados; rehabilitando a los sentenciados para lograr su reinserción social positiva.

Visión.- "Ser la Institución estatal que lidere la integración del esfuerzo de la sociedad y de sus propios servidores para reeducar a los sentenciados, rehabilitar y reinsertar a los liberados; a través de una organización humanista y científica, eficiente y eficaz, que motive la convicción de adherencia y confianza de las personas atendidas en el proceso resocializador".

ESTRUCTURA ORGÁNICA DEL INPE

I. ÓRGANO DE DIRECCIÓN 

Consejo Nacional Penitenciario 

Presidente. Presidencia 

Vice Presidente. Vice Presidencia

II. ÓRGANO DE CONTROL

Oficina General de Auditoria 

III. ÓRGANOS DE ASESORAMIENTO Y NORMATIVIDAD TÉCNICA

Oficina General de Planificación 

Oficina General de Asesoría Jurídica 

Oficina General de Tratamiento 

Oficina General de Seguridad 

IV. ÓRGANOS DE APOYO ADMINISTRATIVO

Secretaría General 

Oficina General de Administración 

Oficina General de Infraestructura

V. ÓRGANOS DE APOYO TÉCNICO

Oficina Ejecutiva de Informática 

Oficina Ejecutiva de Registro Penitenciario 

VI. ORGANOS DE EJECUCIÓN Y DESCONCENTRADOS

Centro Nacional de Estudios Criminológicos y Penitenciarios (CENECP) 
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